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EEDDIITTOORRIIAALL  

La Central Sindical Independiente y de Funcionarios (CSI•F) no es una 

organización aislada que no se interrelaciona con otras organización de 

sus mismas características. CSI•F forma parte de la Confederación 

Europea de Sindicatos Independientes (CESI) a la que realiza importantes 

aportaciones en cuanto a medios humanos y proyectos de trabajo, 

intercambiando información y propuestas para hacer del sindicalismo 

independiente y profesional un baluarte para la defensa de los 

trabajadores en Europa. 

CESI es una confederación de 38 organizaciones sindicales de 21 países 

europeos y 4 organizaciones sindicales europeas, con un total de más de 

5 millones de miembros individuales. Otras dos organizaciones sindicales 

gozan del estatuto de observador.  

Fundada en 1990, la CESI aboga por mejores condiciones de empleo para 

los trabajadores en Europa y una fuerte dimensión social en la UE.  

La fuerza particular del CESI radica en el sector público, pero CESI 

también representa a los trabajadores del sector privado. La mayoría de 

los afiliados de CESI están empleados en los ámbitos de administración 

central, regional y local, seguridad y justicia, educación, formación e 

investigación, sanidad, servicios postales y telecomunicaciones, defensa y 

transporte.  

CESI participa en la labor de promoción como grupo de interés y en el 

diálogo social como socio social europeo reconocido desde 2005, y forma 

parte de diversos comités sectoriales de diálogo social a nivel de la UE.  

Desde 2013, CESI Youth (juventud) ha sido una voz relevante de los 

afiliados jóvenes de CESI en toda Europa. La Academia de Europa CESI 

sirve como un centro interno de formación para los miembros.  

La CESI defiende el pluralismo sindical como un componente fundamental 

de la libertad y la democracia, considera el no partidismo como principio 

rector de su trabajo y se adhiere estrictamente a principios éticos 

fundamentales como la integridad, la imparcialidad, la incorruptibilidad y la 

transparencia. La CESI defiende un modelo social europeo basado en la 

solidaridad y la subsidiariedad y, en su trabajo, se esfuerza por mantener 

los principios de no discriminación e igualdad de género. CESI promueve 

el desarrollo de su propia organización juvenil y su inclusión en los 

procesos internos de toma de decisiones.  

La CESI trabaja en consonancia con los principios de la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea y el Convenio Europeo 

para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales. Defiende los principios y objetivos enumerados en la 

Carta comunitaria de los derechos sociales fundamentales y en la Carta 

Social Europea del Consejo de Europa.  

http://www.cesi.org/ 

mailto:justicia@csi-f.es
mailto:justicia@csi-f.es
https://www.csif.es/nacional/justicia
http://www.cesi.org/


                                                                                          EstradoS  

S e c t o r  N a c i o n a l  d e  J u s t i c i a  3 

La Administración de 
Justicia es la única en 

la que… todos los 
funcionarios hacen de 
todo, sin que se vea 

reflejado en las 
retribuciones,… 

PPRROOBBLLEEMMÁÁTTIICCAA  AACCTTUUAALL  DDEE  LLAA  AADDMMIINNIISSTTRRAACCIIÓÓNN  DDEE  JJUUSSTTIICCIIAA  EENN  

EESSPPAAÑÑAA  

 

1.- Cinco cuerpos trabajando en una misma oficina: 

Juez, Letrado de la Administración, Cuerpo de Gestión, de Tramitación y de Auxilio 

Judicial y  tres administraciones distintas inciden sobre ella. El personal depende 

del CGPJ, del Ministerio de Justicia y de las CCAA. Como consecuencia: 

desigualdad de retribuciones y de horarios entre ellos, disparidad de criterios,  

descoordinación entre las distintas administraciones implicadas… 

 

2.- Incumplimiento del reparto de funciones como práctica habitual.  

En la Administración de Justicia las funciones están 

delimitadas legalmente, pero en la práctica 

el volumen excesivo de trabajo obliga al 

funcionario a realizar todo tipo de tareas 

repartiéndose los asuntos por números y no 

por funciones.  

La Administración de Justicia es la única en 

la que con carácter general todos los 

funcionarios hacen de todo, sin que se vea reflejado en 

las retribuciones, como ocurre con la 

productividad, que perciben todos los Letrados 

de la Administración de Justicia, y no así el 

resto de funcionarios de los órganos judiciales, 

salvo que lo tengan pactado con las distintas 

CCAA, que son muy pocas. 

 

3.- Se está produciendo una creciente externalización de las funciones atribuidas a la Administración de Justicia.  

En algunos casos la externalización ya está consumada (Notarios y Registradores han 

asumido casos de jurisdicción voluntaria, celebración de matrimonios, tramitación y resolución 

de separaciones y divorcios de mutuo acuerdo sin hijos, Procuradores que ya realizan actos 

de comunicación procesal con capacidad de certificación…), otros casos están en marcha  

y otros se están reivindicando por parte de algunos colectivos e incluso han sido regulados 

en Anteproyectos de ley (Procuradores pretenden asumir las ejecuciones judiciales).  

 

4.- Desigualdad de retribuciones antes posiblemente justificadas, hoy inadmisibles. 

El Complemento General de Puesto (antiguo complemento de destino), 

varía de una localidad a otra injustificadamente. No hay razones por las que 

un funcionario con destino en unas capitales perciba más que otro con 

destino en otras capitales, o los destinados en una capital con los 

destinados en un pueblo. Este último posiblemente soporte una mayor carga 

de trabajo y cuente con menos medios. 

 

5.- Trasvase de funciones sin remunerar. 

 Las últimas reformas legislativas han trasladado funciones de unos Cuerpos a otros, aliviando la carga de unos e 

incrementando la de otros. Los ejemplos más significativos los podemos encontrar en el Cuerpo de Letrados de la 

Administración de Justicia que ha asumido ex lege un gran porcentaje de funciones antes atribuidas a los Jueces.  



                                                                                          EstradoS  

S e c t o r  N a c i o n a l  d e  J u s t i c i a  4 

…los Juzgados mixtos con 
violencia de género carecen de los 
mínimos servicios para atender con 

dignidad a la víctima y a los 
menores, lo que provoca un trato 

desigual entre las víctimas en 
función del lugar donde se cometa 

el delito contra ellas 

Igual ocurre, de forma tácita, entre cuerpos generales de la Administración de 

Justicia, a los que se les asignan funciones que no vienen reguladas, o lo que es 

peor, están regulados para otros cuerpos, como sucede con Gestión que viene 

asumiendo funciones que corresponden a otros, principalmente de Letrados, y, muy 

especialmente, el Cuerpo de tramitación que ha asumido funciones del Cuerpo de 

Gestión y de Auxilio. 

 

6.- Necesidad de implantar la Administración de Justicia electrónica pero con acompañamiento presupuestario y 

de personal. 

El papel cero es absolutamente 

necesario y es el futuro, pero es 

preciso diseñar un periodo de  

transición durante el cual el 

personal de justicia vaya 

recibiendo la suficiente formación 

y apoyo para evitar la sobrecarga 

de trabajo así como la inseguridad 

y los errores que origina el desconocimiento. 

Recordemos que las notificaciones vía lexnet son muy 

efectivas pero la presentación de demandas y sus 

documentos y las de los escritos está suponiendo una 

grave carga para el funcionariado que finalmente debe 

imprimirla, porque aún nos encontramos en el periodo de 

transición indicado, entre el papel y la digitalización. Esta 

situación genera sobrecostes a  

la Administración de justicia tanto 

en papel  como en consumibles 

para la impresión, amén de una 

importante sobrecarga de trabajo, 

y retraso en la tramitación de los 

procesos. 

Es necesario un sistema 

informático compatible para todas las Comunidades 

Autónomas que permita el traslado de datos entre ellas 

en caso de ser necesario; la unificación de criterios en 

el registro de procedimientos  y la obtención de 

datos estadísticos reales y fiables. 

 

7.- Dotación de medios personales y materiales.  

En el siglo XXI aún tenemos juzgados con una sobrecarga de trabajo 

estructural, no coyuntural permitida desde tiempo ancestral por la  

Administración. Esta situación origina desigualdad para el ciudadano, 

usuario de la justicia (en función de donde corresponda conocer el 

procedimiento se tramitará más rápido y gozará de mejor atención) y para el 

funcionario (según el lugar donde trabaje disfrutará de mejores o peores 

condiciones de trabajo). Es hora de prestar la atención debida y solucionar 

los problemas que sufren estos centros de trabajo. 

 

8.- Problemática especial de los Juzgados mixtos con violencia de género. 

En general los Juzgados mixtos con 

violencia de género carecen de los 

mínimos servicios para atender con 

dignidad a la víctima y a los menores, 

lo que provoca un trato desigual 

entre las víctimas en función del 

lugar donde se cometa el delito 

contra ellas. Se comparte la atención a 

los asuntos de violencia de género 

urgentes que surgen a diario con los 

señalamientos civiles y penales ya 

previstos desde hace meses. Asimismo, 

se debe compatibilizar las actuaciones 

para el imputado por violencia de género, 
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La discriminación, (de 
los funcionarios) por 

razón del territorio 
donde se prestan los 

servicios, es evidente. 

 

con las declaraciones diarias de imputados 

de otros asuntos, o con los asuntos urgentes 

del juzgado que en ese momento pueda 

desarrollar funciones de guardia. Esto 

prolonga la duración de las diligencias y en 

consecuencia la permanencia en el Juzgado de la 

víctima, testigos e imputado durante más tiempo del 

deseable con la consiguiente posibilidad, de que la 

tensión entre todos aumente. No es posible por tanto 

dedicar la atención que merecen estos asuntos tan 

delicados y que tanta responsabilidad originan. Amén de 

la prolongación de la jornada laboral de los todos los 

funcionarios del órgano y la penosidad de los mismos. 

En el fondo, no es un juzgado especializado en violencia 

de género, es un juzgado que además de todos los 

asuntos civiles y penales que le corresponde como un 

juzgado más, asume los asuntos de violencia de género. 

El personal, además, no recibe la formación periódica 

que sobre el tema se hace precisa. 

Este incremento de trabajo no está remunerado 

adicionalmente en todos los casos (ej: funcionarios que 

dependen del Ministerio de Justicia y otros 

territorios, no cobran complemento alguno, 

aunque en algunas Comunidades sí perciben 

algún complemento). La discriminación, por 

razón del territorio donde se prestan los 

servicios, es evidente. 

Cuando el Juzgado mixto de violencia de género entra 

en funciones de guardia además de toda la carga de 

trabajo ya aludida debe soportar la tramitación de todos 

los asuntos que entren por la guardia. 

No hay regulada legalmente una exención de reparto 

de asuntos a estos juzgados que compense la carga de 

trabajo que genera la violencia de género. Las 

exenciones han de acordarse en Junta de Jueces del 

partido judicial y obviamente los juzgados que no tienen 

atribuidas funciones de violencia de género son mayoría, 

por lo tanto, las exenciones dependen de la buena 

voluntad de los Jueces del mismo partido judicial cuyos 

Juzgados también están sobrecargados de trabajo. 

 

9.- Problemática específica de los Letrados de la Administración de Justicia. 

- Aún existen tres categorías e incluso la tercera hay que consolidarla, cuando apruebas la 

oposición ni siquiera tienes la tercera categoría, obtienes la tercera categoría sin consolidar. 

Es el único Cuerpo de toda la Administración española que sufre esta circunstancia.  

Por otro lado, la segunda categoría no se consolida por el transcurso del tiempo sino por el 

desempeño de puestos de trabajo de segunda categoría, por lo que existen Letrados de la 

Administración de Justicia con más de 20 años de ejercicio en el Cuerpo que siguen siendo 

de tercera categoría por permanecer en destinos de tercera y Letrados que al tener la suerte 

de obtener plazas de segunda categoría como primer destino avanzan en el escalafón 

adelantando a compañeros que no ha tenido esa suerte. (Por ejemplo en Cataluña existen 

muchas plazas de segunda categoría por lo que es frecuente que se obtengan plazas de segunda desde el primer destino. 

En Madrid o Andalucía no se da tal circunstancia debiendo permanecer el Letrado de la Administración de Justicia en 

puestos de tercera categoría como mínimo seis años para poder acceder a puestos de segunda) 

Evidentemente esta situación genera desigualdad en las retribuciones y altera injustificadamente el orden del escalafón. 

- Incremento de competencias sin el correspondiente aumento de retribuciones. 

Desde el año 2003  paulatinamente se han ido incrementando las competencias de los Letrados de la Administración de 

Justicia en la misma proporción en la que se han ido restando a Jueces. Estos, lógicamente, no han sufrido detrimento de 

sus salarios por la reducción de las funciones pero, sin embargo, a  aquéllos no se les ha incrementado por la asunción de 

nuevas funciones.  

Incidir además que las nuevas funciones atribuidas a los Letrados de la Administración de Justicia se suman a las ya 

asignadas tradicionalmente. 
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…convocatoria de procesos de 
Promoción Interna independientes 

a los procesos selectivos de 
acceso a la condición de 

funcionario. 

10.- Reserva de plazas para la potenciación de la promoción interna. 

Se debe recuperar la reserva mínima 

del 50 % de las plazas de todos los 

cuerpos de la Administración de 

Justicia que se convoquen para la 

promoción interna desde los cuerpos 

inferiores, o el desarrollo de un 

acuerdo que permita la convocatoria de procesos de 

Promoción Interna independientes a los procesos 

selectivos de acceso a la condición de 

funcionario. Hay que tener en cuenta 

que un porcentaje muy amplio de los 

funcionarios de justicia son titulados 

superiores y sus conocimientos 

merecen ser reconocidos y estimular la 

ilusión por la carrera profesional.   

 

11.- Necesidad de formación y de preparación y actualización de los modelos de resoluciones procesales cuando 

hay reformas legislativas.  

En los últimos meses de la pasada legislatura las modificaciones legislativas fueron 

muy numerosas y en los juzgados nos encontramos con dos problemas de gran 

trascendencia: por un lado hubo que estudiar particularmente, sin formación 

programada al efecto, las reformas sin que hubiera tiempo de hacerlo en horario de 

trabajo así que, además de la falta de esa formación reglada, hubo que dedicar 

muchas horas adicionales de nuestra vida personal a la actualización de las 

reformas y a transmitirnos unos a otros aquellos  aspectos modificados que tenían más incidencia en el desarrollo de 

nuestro trabajo. Por otro lado, las aplicaciones informáticas no nos ofrecen los modelos actualizados debiendo realizarse 

modelos particulares en cada centro de trabajo. 

 

14.- Necesidad de crear un servicio de atención e información al ciudadano y a los profesionales en cada partido 

judicial. 

A través de este servicio se debe cumplir con la 

necesidad y la obligación de mantener informado al 

usuario de la Administración de Justicia y a la vez 

permitir al funcionario que debe tramitar los 

procedimientos que pueda hacerlo sin 

constantes interrupciones que fomentan los 

errores y ralentizan el ritmo de trabajo, y por 

tanto se incrementa la jornada laboral. 

Por ejemplo, en la Administración tributaria, 

paradigma de buen funcionamiento, el 

usuario no entra a hablar sin cita previa con los 

funcionarios que llevan los procedimientos, existen 

funcionarios encargados de atender al público, de 

entregar copias o documentos mientras quien debe 

estudiar y tramitar los asuntos se dedica a esta labor. 

En la Administración de Justicia, de 9 a 14 horas entra 

todo el mundo que quiere en las oficinas 

judiciales, no existen turnos para atender, el 

funcionario que trabaja más cerca de la 

puerta es el que tiene que escuchar al 

ciudadano e indicarle quién es el funcionario 

que lleva el procedimiento, éste a su vez  se 

siente en la obligación de atenderle aunque 

esté realizando tareas que sean urgentes o que 

necesiten de una concentración especial por su 

dificultad…. 

 

 15.- Desarrollo de un nuevo Registro Civil en la Administración de Justicia. 

Deberá girar en torno a tres ejes innegociables: 

1. Un Registro civil público y gratuito, accesible a todos los ciudadanos, 

aprovechando la descentralización de la actual infraestructura existente, dotándolo de 

medios suficientes para prestar un servicio de calidad. 
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2. Un Registro civil electrónico y, por lo tanto, único en su gestión sobre la base de un 

programa de gestión que permita registrar, tramitar y guardar los asuntos y expedientes, 

con las modificaciones normativas pertinentes para que tengan validez jurídica todas las 

certificaciones que se expidan independientemente del lugar de su registro inicial. Sin 

olvidar la modernización de su estructura orgánica dando responsabilidades y 

reconociendo laboral y retributivamente a cada uno por su trabajo. 

3. Un Registro civil gestionado por personal bien formado, experto y con potencial de asumir las funciones inherentes a la 

prestación de este servicio. En este sentido, deberán seguir siendo los Cuerpos generales de la Administración de 

Justicia la columna vertebral de este nuevo Registro civil. Una administración moderna debe apostar por el capital 

humano e invertir en él. Los funcionarios de Justicia llevamos 145 años prestando 

servicios en el Registro civil de forma razonable y a pesar de la lamentable falta de 

medios.  

Los Cuerpos generales de la Administración de Justicia junto con el Cuerpo de 

Letrados SON LOS ÚNICOS que acreditan la experiencia, la formación y el 

potencial para asumir el reto del nuevo modelo de Registro Civil. 
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Los continuos recortes del Ministerio 
de Hacienda a los proyectos de 

presupuestos presentados por la 
mutualidad durante los últimos años 
ponen en peligro la supervivencia de 

la mutualidad. 

      NNUUEEVVOOSS  MMOODDOOSS  YY  FFOORRMMAASS  EENN  LLAA  MMUUGGEEJJUU  

 

CSI•F se reúne con el nuevo Gerente y le expone su visión de una mutualidad DE TODOS y PARA 

TODOS los Mutualistas 

El nuevo gerente, Gustavo Blanco, ofrece transparencia y 

comunicación en la nueva etapa de MUGEJU, por su parte CSI•F 

ofrece colaboración en el reforzamiento de la MUGEJU, pero 

permanecerá vigilante para que todo no se quede en meras palabras. 

En la reunión del día 10 de enero, CSI•F dejó muy claro que la 

representación de TODOS los mutualistas recae en los 

compromisarios con independencia del sindicato u organización que 

avale su presentación. 

 

La Mutualidad es de todos los mutualistas y no una 

cuestión sindical más. CSI•F presta su apoyo a los 

compromisarios que avala y facilita su trabajo en defensa 

de un modelo de mutualidad fuertemente respaldado y 

consolidado y para ello es necesario que sea un modelo 

inclusivo, de todos y para todos, en el que ningún 

mutualista se vea marginado. 

El Gerente comparte el análisis de fondo de CSI•F 

sobre el principal problema de la MUGEJU que no es 

otro que la falta de suficiencia presupuestaria. Los 

continuos recortes del Ministerio de Hacienda a los 

proyectos de presupuestos presentados por la 

mutualidad durante los últimos años ponen en peligro la 

supervivencia de la mutualidad. En 

este sentido, CSI•F le expuso la 

necesidad de exigir a Hacienda un 

incremento significativo de los 

presupuestos con la vista puesta en 

recuperar y mejorar las prestaciones 

perdidas en los últimos años. 

Por otro lado, CSI•F le planteó el problema que para 

muchos mutualistas supone la falta de convenio rural 

en su comunidad autónoma. CSI•F le exigió una 

solución inmediata para que no sean los mutualistas 

residentes en el medio rural adscritos a entidades 

privadas los que, en primer término, abonen la atención 

médica, para luego reclamar a su compañía que, por 

regla general, no atiende de inmediato la reclamación. El 

Gerente comprende la problemática y se comprometió a 

estudiar esta situación y darle una salida satisfactoria 

para los mutualistas. 

En relación con las plazas vacantes de las 

delegaciones, CSI•F denunció una vez más que dichas 

plazas deben de ser ofertadas a concurso ordinario. El 

Gerente se muestra sorprendido de que desde 2009 no 

se hayan ofertado estas plazas a concurso pero pide un 

margen de tiempo prudencial para estudiar la cuestión 

más detenidamente con vistas a realizar la oferta a 

concurso de dichas plazas. CSI•F es consciente de la 

especificidad de estos puestos de trabajo, pero aboga 

por la reserva de función para funcionarios de Justicia, 

dando la formación adecuada así como su nivel 

retributivo. 

Para CSI•F las delegaciones de 

MUGEJU son esenciales para el 

buen funcionamiento de la 

mutualidad como oficinas de 

información y con vistas a la 

introducción del expediente electrónico y validación de 

copias. 

En cuanto a la ampliación del número de 

delegaciones con personal propio y clínicas de la 

MUGEJU, CSI•F pone encima de la mesa la necesidad 

de que todas las CCAA cuenten con delegación 

permanente de la MUGEJU con personal propio y 

exclusivo. Además, desde CSI•F creemos que es 

necesario analizar la extensión de delegaciones de la 

mutualidad, como mínimo, a nivel provincial y de clínicas 
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El nuevo Gerente garantiza el cobro de la 
prestación a partir del mes 18º de baja tal 

y como había exigido CSI•F. 

en sedes judiciales que por el número de mutualistas así 

lo precisen. 

En este mismo sentido, CSI•F también aboga por un 

estudio de las necesidades de plantilla del personal de la 

MUGEJU en Madrid, así como una mayor coordinación 

entre Madrid y las delegaciones. 

A petición de CSI•F también se 

ha analizado en la reunión la 

cuestión de las retribuciones a 

partir del 18º mes de baja. El 

nuevo Gerente garantiza el cobro de la prestación a 

partir del mes 18º de baja tal y como había exigido 

CSI•F. Desde el primer momento, CSI•F exigió que 

ningún funcionario enfermo sufriera merma retributiva 

con independencia de quien tuviera que abonarla y de 

las interpretaciones jurídicas que pudieran hacerse. 

El Gerente traslada a CSI•F su compromiso de 

negociar cualquier cambio legislativo en la MUGEJU, 

tanto en lo que se refiere a su organización como a 

su actividad 

El nuevo Gerente cree necesario hacer cambios en la 

normativa para adaptarla a la legislación sobre seguridad 

social y para permitir el desarrollo de la receta 

electrónica pero, y aquí la novedad, se comprometió a 

negociar cualquier cambio de la normativa vigente sobre 

MUGEJU con carácter previo a la presentación de 

cualquier proyecto. En este sentido, dentro del ámbito 

organizativo, CSI•F reiteró su compromiso con el 

carácter democrático de los órganos de control de la 

MUGEJU (Asamblea General y Comisión 

Permanente) y con la necesidad de 

asegurar la representación real de todos los 

colectivos. 

Asimismo, el nuevo Gerente coincide con 

CSI•F en la necesidad de acometer la 

modernización de la MUGEJU. En este 

sentido, CSI•F lamentó que el plan de 

actuación para 2017 se viera lastrado por la 

falta de diálogo y la existencia de recortes 

de prestaciones que provocaron la no 

aprobación del mismo, con la abstención de CSI•F, pese 

a que el plan de actuación contenía aspectos de 

modernización interesantes. 

Por otro lado, CSI•F planteó la necesidad de que la 

negociación con las entidades médicas sea más 

transparente. Hay que hacer valer los puntos fuertes de 

todo el colectivo de mutualistas en la 

negociación como es, por ejemplo, la 

juventud (de ahí que, entre otras 

razones, sea crucial la existencia de 

ofertas de empleo público anuales). 

No basta con informar sobre la renovación o prórroga, en 

su caso, del concierto. Es necesaria la participación de 

los compromisarios en el proceso de toma de 

posición de la MUGEJU. Es imprescindible reconsiderar 

conceptos como el de “urgencia vital” flexibilizando su 

interpretación que prácticamente pone imposible la 

utilización de medios ajenos a la entidad médica en 

casos claros de urgencia sin que el mutualista tenga que 

abonar la intervención. Otra cuestión conflictiva es el de 

los niveles de prestación por localidad y los problemas 

creados por la reducción sostenida de cuadros médicos y 

servicios por parte de las compañías médicas. 

Para terminar CSI•F también propuso reconsiderar el 

papel de las comisiones mixtas para recuperar su 

papel real de mediación que ahora no cumplen siendo 

meros trámites para alargar el proceso de reclamación. 

En resumen, CSI•F valora positivamente la disposición 

del nuevo Gerente al diálogo y a la transparencia, inédita 

en la MUGEJU hasta la fecha pero, 

como siempre, el movimiento se 

demuestra andando y seguirá apoyando 

la acción de los compromisarios de la 

Asamblea General y Consejeros de la 

comisión permanente que avala en la 

defensa del modelo de mutualismo 

administrativo y de todos y cada uno de 

los mutualistas. 

 

CCSSII••FF::  CCOOMMPPRROOMMEETTIIDDOOSS  CCOONN  LLAA  DDEEFFEENNSSAA  DDEE  LLAA  MMUUGGEEJJUU!!!!!!  
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…la situación de temporalidad en la que 
nos encontramos es claramente 

excepcional y no podemos perder ni un 
segundo más en poner los medios para 
reducir el porcentaje a cifras aceptables 

CCSSII••FF  ssoolliicciittaa  aall  MMiinniisstteerriioo  qquuee  ssee  ccoommbbiinneenn  pprroocceessooss  ddee  ooppoossiicciióónn  yy  ccoonnccuurrssoo  

ooppoossiicciióónn  aapprroovveecchhaannddoo  llaa  ccoonnccuurrrreenncciiaa  ddee  llaass  OOEEPP  ddee  22001166  yy  22001177  
 
 

El pasado mes de septiembre conocíamos las Sentencias dictadas por el Tribunal de Justicia de 

la Unión Europea que pusieron el foco sobre el abuso de la contratación temporal en la 

Administración pública española. 

 

 

 

El TJUE puso de manifiesto la inexistencia 

en nuestro ordenamiento jurídico de 

medidas efectivas que eviten los abusos 

en la contratación temporal en las 

Administraciones Públicas tal y como 

exige la cláusula 5 del Acuerdo Marco.  

 

 

 

Así, al amparo de regulaciones ambiguas se ha instalado la costumbre de encadenar contratos temporales para 

cubrir necesidades estructurales o a perpetuar a contratados temporales en puestos de trabajo sin ningún tipo de 

garantía. 

 

En relación con las citadas Sentencias, recientemente, 

un Juzgado de lo Contencioso de A Coruña revocó el 

cese de tres interinos en plazas de refuerzo de Fiscalía. 

La alta tasa de temporalidad en la Administración de 

Justicia (25% cuando debería estar por debajo del 10%) 

señala al Ministerio de Justicia y a las CCAA transferidas 

como únicos culpables del uso indebido de la 

contratación temporal. CSI•F venía denunciando la 

práctica que durante años se ha utilizado para la 

cobertura de plazas estructurales con personal interino 

evitando sacar una oferta de empleo público que cubriera 

el 100% de la tasa de reposición y 

las plazas de los órganos de nueva 

creación. 

Esta mala práctica no sólo afectaba 

al personal interino que no tenían 

opción de intentar conseguir su plaza fija sino que 

también perjudicaba a opositores libres que no podían 

optar a un número suficiente de plazas y a los 

funcionarios de carrera que veían privado su derecho a 

la promoción profesional. Si bien esta costumbre viene 

de muchos años atrás, la situación se ha agravado 

notablemente con los recortes desde 2012. 

En la oferta de empleo público del año 2016 Cataluña, a 

última hora, renunció a ofertar plazas en su ámbito, 

incrementando la tasa de temporalidad en ese ámbito y 

ocasionando un gran perjuicio tanto a los opositores 

como a los funcionarios titulares que vieron, con esta 

medida, frustrado su derecho a la promoción profesional. 

El pasado 12 de enero CSI•F, 

para evitar que Cataluña 

renuncie nuevamente a convocar 

plazas en la previsible oferta de 

empleo público de 2017, firmó 

con el Departamento de Justicia de la Generalitat de 

Cataluña, un acuerdo del siguiente tenor literal: 



                                                                                          EstradoS  

S e c t o r  N a c i o n a l  d e  J u s t i c i a  11 

“En relación con las medidas para fomentar la estabilidad 

de las plantillas, así como para reducir el gran nivel de 

interinidad del personal que presta servicios en los 

órganos judiciales y fiscales de Cataluña, las partes 

acuerdan trabajar conjuntamente para alcanzar que los 

procesos selectivos del personal al servicio de la 

Administración de Justicia se realicen a través del 

sistema extraordinario de concurso-oposición, durante un 

periodo consecutivo que permita pasar del actual 39% de 

interinidad a una tasa del 10% aproximadamente”. 

A tenor de todo lo dicho, la situación de temporalidad 

en la que nos encontramos es claramente 

excepcional y no podemos perder ni un segundo más 

en poner los medios para reducir el porcentaje a 

cifras aceptables Por este motivo, para evitar el 

perjuicio que ocasiona la alta tasa de temporalidad 

en la Administración de Justicia sin perjudicar los 

numerosos intereses concurrentes tanto de los 

aspirantes como del propio servicio público y con 

respeto a la ley, CSI•F se ha dirigido por escrito al 

Ministerio de Justicia solicitando: 

▪ Que de manera inmediata se nos informe sobre el 

número de plazas vacantes existentes en Justicia en 

todos los cuerpos y en todos los ámbitos territoriales. 

▪ Asimismo, que se garantice la oferta del 100% de 

estas vacantes en las ofertas de 2017, 2018 y 2019 

eliminando las actuales restricciones que impiden la 

oferta en todos los cuerpos y en todos los ámbitos 

territoriales con el objetivo de situar la temporalidad 

por debajo del 10%. 

▪ Que en cada una de estas ofertas se informe a las 

organizaciones sindicales del número de plazas y del 

reparto por CCAA con carácter previo a la aprobación 

de la oferta de empleo público 

▪ Que se combinen procesos de oposición y concurso-

oposición aprovechando la concurrencia de las dos 

OEP de 2016 y 2017 bien dentro de una misma oferta 

acumulada o de una convocatoria sucesiva de 

ambas. 

▪ Al amparo del Art. 490.2 de la LOPJ, la asignación del 

30%, como mínimo, de la totalidad de las vacantes 

existentes a un proceso de promoción interna 

extraordinario. 

▪ Se proceda a las reformas legales para establecer la 

posibilidad de incluir un sistema de acceso mixto el de 

oposición y concurso-oposición, que respete los 

principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad 

contenidos del artículo 103 de la Constitución y 

normativa de desarrollo así como en la jurisprudencia 

constitucional, dando oportuna respuesta a las justas 

aspiraciones de opositores libres y personal interino 

con varios años de experiencia. 

▪ La revisión del actual proceso selectivo para 

favorecer y fomentar de forma real la promoción 

interna, revisando tanto el tipo de ejercicios como los 

temarios del actual sistema selectivo de promoción. 
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 CCSSII••FF  eexxiiggee  uunnaa  rreeffoorrmmaa  aabbiieerrttaa,,  iinncclluussiivvaa  yy  rreessppoonnssaabbllee  ddeell  RReeggiissttrroo  cciivviill  

 

 

 

 La reforma de la Ley 20/2011 del Registro civil nos 

abre la oportunidad no sólo de reformar un servicio 

público olvidado por los políticos desde su creación 

sino de plantear un modelo de reforma de los servicios 

públicos basados en la participación de quienes son 

los verdaderos protagonistas del cambio: los 

empleados públicos de la Administración de Justicia. 

 

 

 

Un modelo moderno de relaciones laborales, que en 

Europa ya se aplica desde hace años, que tiene como 

ventaja la implicación del personal en el proceso de 

cambio y que se aleja de la sacralización del principio 

de auto-organización administrativa que tiene como 

resultado la simple imposición de la reforma. 

Por este motivo, salvo que haya razones ocultas para 

ello, es difícil de entender que, desde dentro de la 

Administración de Justicia, haya asociaciones que hayan 

tirado la toalla y estén hablando directamente de fracaso 

de la reforma cuando, no hace tanto tiempo estaban a 

favor de lo que esta reforma pretende. 

Para CSI•F, una administración moderna debe ser capaz 

de sacar lo máximo de sus trabajadores, debe 

aprovechar su formación, su potencial y su experiencia, 

con la finalidad de mejorar la prestación del servicio 

público. Además, esa misma administración debe contar 

con la participación real y activa de su personal en 

cualquier proceso de reforma que se desee emprender 

como mejor manera de contar con su implicación y su 

motivación en que la reforma llegue a buen puerto. 

En los años 2013 y 2014, los empleados públicos de la 

Administración de Justicia destinados en los Registros 

civiles de nuestro país salieron a la calle masivamente 

contra la reforma de Gallardón por tres razones 

fundamentales: 

Por un lado, estos trabajadores querían mostrar su 

oposición a que un servicio público, bien valorado por los 

ciudadanos, se privatizara de facto. Y decimos que era 

bien valorado por los ciudadanos porque así consta 

en el Informe de percepción de la calidad de los 

servicios públicos, AEVAL En segundo lugar, exigían 

que se les reconociera su esfuerzo, su formación, su 

potencial y su experiencia en materia de Registro civil. 

En tercer lugar, igualmente importante, querían ser 

partícipes de ese cambio y asumir el reto de la 

modernización del Registro civil donde un buen número 

de ellos ha hecho o está haciendo su carrera profesional. 

CSI•F siempre ha defendido, frente a campañas 

insidiosas y datos sin contrastar, que el Registro civil es 

un servicio público que se prestaba y se presta 

razonablemente bien gracias al esfuerzo y dedicación de 

unos 3.000 empleados públicos, teniendo en cuenta la 

precariedad de medios con los que, secularmente, se ha 

dotado al Registro civil y el nulo interés que nuestros 

gobernantes siempre prestaron al citado servicio público. 

Sin esa profesionalidad el Registro civil estaría hundido 

desde hace lustros y, probablemente nuestros 

gobernantes no se habrían enterado. 
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Por todo lo anterior, CSI•F se opuso a la Ley 20/2011 del 

Registro civil en la legislatura del Sr. Zapatero y, por 

esas razones, CSI•F apoyó decididamente las 

movilizaciones que al final concluyeron con la retirada del 

proyecto del Ministro Gallardón y la prórroga de la 

vacatio de la citada Ley. 

Durante estos 6 años transcurridos, desde la aprobación 

de la Ley 20/2011, CSI•F ha sido coherente en sus 

planteamientos respecto del Registro civil y, además, ha 

puesto encima de la mesa una alternativa. 

Por eso, CSI•F valoró muy positivamente el anuncio del 

Ministro Catalá ante los representantes legales de todos 

los funcionarios de Justicia destinados en los Registros 

civiles de que la gestión del Registro civil quedaba 

encomendada a este personal. Una valoración positiva 

que CSI•F ha trasladado a los Grupos Parlamentarios 

con los que nos hemos entrevistado. 

Además, desde que se anunció la retirada del proyecto 

del Sr. Gallardón y el anuncio realizado por el Ministro 

Catalá de “negociar el modelo de Registro civil desde 

cero”, CSI•F ha solicitado en varias ocasiones la apertura 

de dicha negociación puestoque, era necesario avanzar 

para estar preparados para el 30 de junio de 2017, sin 

que hasta la fecha se haya llevado a cabo el compromiso 

de negociación. 

El Ministerio solo ha entregado un borrador con las 

mínimas modificaciones que pretenden realizar sobre el 

articulado de la Ley 20/2011. Sin embargo, esas 

modificaciones no recogen el compromiso del Ministro de 

garantizar la estabilidad de las plantillas y el 

mantenimiento de las condiciones de trabajo. Por eso, 

para CSI•F es necesario abrir la negociación. 

CSI•F defiende un modelo de Registro civil electrónico, 

único en su gestión con criterios comunes de 

funcionamiento, descentralizado en su funcionamiento 

para acercarlo al ciudadano, moderno en su organización 

a través de oficinas exclusivas, estructuradas mediante 

el establecimiento de unas relaciones de puestos de 

trabajo que reconozcan el potencial de los Cuerpos de 

todos los empleados públicos de la Administración de 

Justicia evitando cuellos de botella para agilizar los 

procedimientos y expedientes. 

Son dos las grandes reformas que exige este Registro 

civil: la informática y la organizativa. 

1. La informática pasa por la confección de un nuevo 

programa para gestionar el folio personal y que deberá 

incluir también modelos de tramitación de expedientes. 

En esta tarea debería contarse con quienes van a 

manejar el programa, además de preverse planes 

intensivos de formación para inculcar una cultura del 

buen uso de la herramienta. 

Pero también pasa, porque en el periodo intermedio se 

pueda sacar el máximo rendimiento a INFOREG y 

finalizando la digitalización hasta el año 1930 por lo 

menos (hasta ahora sólo llega hasta 1950 y no en todos 

los Registros civiles). 

2. La organizativa donde CSI•F pone énfasis en tres 

aspectos fundamentales: 

· De carácter interno.- Eliminación de muchos “cuellos 

de botella” mediante el reconocimiento laboral y 

retributivo del trabajo de todos los empleados públicos 

del Registro civil, aprovechando el potencial, la 

preparación y la experiencia de los Cuerpos Generales, 

atribuyendo funciones de forma directa en vez de por 

delegación. 

Poca gente sabe que, debido a la carga de trabajo en los 

Juzgados con competencias compartidas, quien lleva el 

Registro civil “de facto” es un funcionario del Cuerpo de 

Gestión. 

Este reparto del trabajo ha permitido que el Registro civil 

funcione razonablemente bien, reservando a Juez y 

Letrado, especialmente en los Registros civiles con 

funciones compartidas en materia procesal donde la 

carga de trabajo se hace insostenible para ellos, la 

resolución de cuestiones mayores limitándose el resto a 

la mera firma por razones de estricta legalidad. Bastaría 

con reconocer esta situación de hecho que, además, 

funciona. 

Para CSI•F, la herramienta para realizar esta reforma 

funcional son las relaciones de puestos de trabajo que 

permiten establecer de forma clara el reparto de 

funciones, responsabilidades y reconocimientos, así 

como luego servir de base para el establecimiento de 

controles de evaluación del desempeño, carrera 

profesional etc. 

· De carácter externo.- El mantenimiento de un servicio 

próximo al ciudadano por muchas razones; y que es 
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perfectamente compatible con un programa electrónico 

porque la accesibilidad a un servicio público, se mide, 

entre otros factores, por la cantidad de canales por los 

que se puede acceder En este sentido, CSI•F ha 

defendido y defiende el mantenimiento de los Juzgados 

de Paz y Agrupaciones de Secretarías de Juzgados de 

Paz que están dotados con plazas de funcionarios de 

Justicia, potenciando sus funciones en materia de 

Registro civil, de información al ciudadano, atención a la 

víctima y de mediación como así consta en un acuerdo 

firmado por CSI•F con el Ministerio de Justicia, en el mes 

de julio de 2014. 

· En el ámbito competencial del Registro civil.- CSI•F 

cree que hay que atribuir al Registro civil la exclusiva 

competencia sobre el estado civil de las personas 

recuperando la instrucción de los expedientes de 

nacionalidad y de matrimonio en una primera instancia. 

De esta manera, bajo las directrices de una Subdirección 

General del Registro civil y nacionalidad dentro de la 

Dirección General de Registros y del Notariado, se 

conseguiría una uniformidad de criterios y de forma de 

trabajar dando coherencia a esta materia del Estado civil 

de las personas. 

CSI·F cree que sobre la base de estos principios se 

puede llegar a una reforma inclusiva del Registro civil 

que beneficie, sobre todo, al ciudadano, garantizando la 

inversión, optimizando los recursos y sin sobrecargar la 

Administración de Justicia. 

CSI•F le ha pedido al Ministerio de Justicia que, si de 

verdad hay voluntad de llevar la reforma adelante, no hay 

tiempo que perder. El régimen transitorio que se prevé 

en la reforma de la Ley 20/2011 puede ser un problema 

en los Juzgados con funciones compartidas porque la 

desaparición del Juez crea un estrechamiento en el 

cuello de botella ya que se convierte al Letrado en el 

único funcionario con capacidad de decisión. Así se lo 

hemos advertido en varias ocasiones y habría que 

buscar soluciones temporales para evitarlo. 

Pero ante todo, el Ministerio debe poner todas las cartas 

encima de la mesa. CSI•F ya le ha remitido hasta en 6 

ocasiones su propuesta organizativa y funcional mientras 

que el Ministerio sigue escondiendo la suya. Así, no se 

puede negociar nada. 

Además, la situación de cada Registro civil actual es 

distinta, no es lo mismo un Registro civil exclusivo, que 

uno con funciones compartidas e, incluso en estos, la 

dotación de plantilla es diversa según los datos que está 

recogiendo CSI•F en toda España. Hay que poner todas 

las cartas encima de la mesa y fijar el diseño y 

organización del Registro civil moderno que todos 

queremos. 

Para CSI•F estamos ante una oportunidad en la que se 

puede demostrar que las cosas se pueden hacer de otra 

manera, al margen de la imposición y de los rancios 

corporativismos. Una reforma inclusiva que en Europa no 

es ni mucho menos nueva. 

 

En reunión del pasado día 29 de marzo, y en la línea de los solicitado por CSI•F, 

el Ministro anuncia una  “vacatio legis” de la ley del Registro civil, por uno o dos 

años, para poder negociar el nuevo modelo en la mesa del Ministerio. 

 

CCaattaalláá  aappuueessttaa  ppoorr  llaa  aaccttuuaall  ddeemmaarrccaacciióónn  tteerrrriittoorriiaall  ddeell  RReeggiissttrroo  CCiivviill  

   

  Como venía solicitando CSI•F, el Ministro de Justicia abre la mesa de negociación sobre 

Registro civil para intentar alcanzar un acuerdo que pueda llevar al Congreso y a las          

CCAA. 

 

Para CSI•F, antes de proponer la firma de un nuevo 

acuerdo, el Ministerio debe cumplir con los puntos 

pendientes del acuerdo de 2015: tres días de asuntos, 

conversión de plazas de refuerzo en plantilla, 

cotizaciones sociales, sustituciones…  

Por otro lado, cumplida esa premisa, el posible acuerdo 

debe contener un compromiso de mantenimiento de los 
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…CSI•F ha reclamado la recuperación de 

competencias perdidas en materia de 

nacionalidad cuya instrucción debería 

encomendarse al Registro civil y de 

expedientes de matrimonio eliminando la 

posibilidad de hacerlos ante Notario para 

convertir al Registro civil en un órgano 

especializado en materia de estado civil de las 

personas. 

 

destinos incluidos los Juzgados de Paz sobre la base del 

preacuerdo de 2014 que salvó los centros de destino 

actuales ante la reforma de la LOPJ propugnada por 

Gallardón y en el que se incluyó un apartado por la 

mejora y potenciación de los Juzgados de Paz. 

Además, para CSI•F, manteniendo la reserva de función 

para los funcionarios de Justicia en los Registros civiles, 

debe abordarse una reforma interna del Registro civil 

reforzando las competencias de los Juzgados de paz y 

agrupaciones, eliminando los cuellos de botella, 

redistribuyendo las funciones entre todos los funcionarios 

de justicia que trabajan en los Registros civiles y 

reconociendo laboral y 

retributivamente ese trabajo y esas 

funciones. Y debe hacerse 

partiendo del conocimiento 

exhaustivo de la situación real del 

Registro civil y de los diferentes 

“tipos” de Registros civiles. En este 

sentido CSI•F está elaborando un 

estudio sobre esta cuestión que 

añadiremos a nuestra propuesta. 

Por último, CSI•F ha reclamado la 

recuperación de competencias 

perdidas en materia de nacionalidad cuya instrucción 

debería encomendarse al Registro civil y de 

expedientes de matrimonio eliminando la posibilidad de 

hacerlos ante Notario para convertir al Registro civil en 

un órgano especializado en materia de estado civil de las 

personas. 

En su exposición Catalá manifiesta que el modelo de 

Registro civil del Ministerio es el de un servicio público, 

cercano al ciudadano y gratuito, con los Letrados como 

encargados y con funcionarios de Justicia. Asimismo, 

recordó sus palabras del viernes 24 de marzo en 

Valladolid a favor del mantenimiento de los Juzgados de 

Paz como ejemplo de justicia próxima al ciudadano. 

El Ministro reconoció que el modelo no es compartido por 

todas las CCAA, especialmente Andalucía y Valencia 

que prefieren el Registro civil de la Ley 20/2011, es decir, 

fuera de la Administración de Justicia. 

Además, señaló que si bien su modelo coincide con la 

actual demarcación territorial, las CCAA tienen 

competencia para establecer y distribuir los registros de 

cualquier tipo en su territorio. En este sentido, CSI•F y el 

resto de sindicatos ya nos 

hemos dirigido un escrito a 

todas las CCAA para que 

respeten la actual demarcación 

del Registro civil. 

Por otro lado, dada la 

complejidad del tema y las 

fechas en las que estamos (la 

vacatio actual finaliza el 30 de 

junio) el Gobierno ya está 

negociando con algunos 

partidos políticos la aprobación 

de unas modificaciones legales mínimas conforme a la 

propuesta de reforma legal que nos trasladó el 22 de 

febrero y sobre la que CSI•F realizó alegaciones. 

Además, paralelamente también se está negociando una 

nueva “vacatio legis”. 

CSI•F espera que la mesa de negociación sobre Registro 

civil se concrete de forma inmediata para evitar que las 

palabras del Ministro se las lleve el viento. 
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Sin embargo, mientras, los expedientes de 
nacionalidad se amontonan sin resolver,  

EEElll   MMMiiinnniiisssttteeerrriiiooo   dddeee   JJJuuussstttiiiccciiiaaa   sssuuussscccrrriiibbbeee   uuunnn   

nnnuuueeevvvooo   aaacccuuueeerrrdddooo   dddeee   gggeeessstttiiióóónnn   cccooonnn   lllooosss   

RRReeegggiiissstttrrraaadddooorrreeesss   dddeee   lllaaa   PPPrrrooopppiiieeedddaaaddd,,,   

MMMeeerrrcccaaannntttiiillleeesss   yyy   dddeee   BBBiiieeennneeesss   MMMuuueeebbbllleeesss   pppaaarrraaa   

lllaaa   tttrrraaammmiiitttaaaccciiióóónnn   dddeee   eeexxxpppeeedddiiieeennnttteeesss   dddeee   

nnnaaaccciiiooonnnaaallliiidddaaaddd   pppooorrr   rrreeesssiiidddeeennnccciiiaaa   pppooorrr   

iiimmmpppooorrrttteee   dddeee   222...000000000...000000000   dddeee   €€€uuurrrooosss...   

Con fecha 7 de abril de 2015 se publicó en el BOE la 

Resolución de 6 de abril de 2015, de la Subsecretaria del 

Ministerio de Justicia, por la que se publicaba el Acuerdo 

de encomienda de gestión del Ministerio de Justicia al 

Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y 

de Bienes Muebles de España (CORPME) para la 

tramitación de expedientes de nacionalidad por 

residencia suscrito el 26 de febrero de 2015. 

Según la cláusula tercera de dicha encomienda, el 

Ministerio de Justicia se comprometía a abonar la 

cantidad de 4.000.000 millones de euros, con un 

calendario de pagos vinculados al cumplimiento de unos 

objetivos parciales, estando inicialmente prevista su 

finalización el 31 de diciembre de 2015. 

En el BOE de 16 de julio de 2016 se publicó Resolución 

de 29 de junio de 2016, de la Subsecretaría, por la que 

publica la Adenda al Acuerdo de encomienda de gestión 

al Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles 

y de Bienes Muebles de España para la tramitación de 

expedientes de nacionalidad por residencia, siendo la 

nueva fecha de fin de la encomienda de gestión el 30 de 

abril de 2016, abonando el Ministerio dos anualidades 

(2015 y 2016) de 2.000.000 de euros cada una. 

El sábado 15 de abril se publicó en el BOE la 

Resolución de 14 de marzo de 2017, de la Dirección 

General de los Registros y del Notariado, por la que 

se publica la encomienda de gestión al Colegio de 

Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de 

Bienes Muebles de España, para la tramitación de 

expedientes de nacionalidad por residencia, por 

importe de 2.000.000 euros (dos millones de 

euros) por las actividades enumeradas en la 

cláusula segunda, relacionadas con la gestión 

electrónica de los expedientes objeto de la presente 

encomienda. 

  

CSI•F en la reunión celebrada el pasado 29 de marzo 

con el Ministro de Justicia exigió la recuperación de 

competencias perdidas en materia de nacionalidad cuya 

instrucción debería encomendarse al Registro civil y de 

expedientes de matrimonio eliminando la posibilidad de 

hacerlos ante Notario para convertir al Registro civil en 

un órgano especializado en materia de estado civil de las 

personas.  

Posteriormente en la reunión celebrada el 5 de abril con 

el Grupo Parlamentario Popular, CSI•F reiteró la 

necesidad de que el Registro Civil recuperase las 

competencias perdidas en materia de nacionalidad y 

expedientes de matrimonio, informándonos la Portavoz
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en la Comisión de Justicia que era voluntad del Gobierno 

que las nacionalidades por residencia volviesen a ser 

competencia del Registro Civil. 

 Solo ha sido necesario que pasaran unos días para 

conocer cuál es la verdadera voluntad del Ministerio de 

Justicia en materia de Registro Civil.  

 En vez de buscar soluciones, en vez de solucionar los 

cuellos de botella del Registro civil aprovechando la 

formación, experiencia y potencial de los funcionarios de 

Justicia, en vez de escuchar a estos funcionarios 

expertos en Registro civil y aprobar el Registro civil 

electrónico que descargaría el trabajo cotidiano de los 

Registros civiles; en vez de hacer caso a la Defensora 

del Pueblo que en su informe de 20141 donde señaló a 

la falta de medios personales y materiales como la causa 

de las quejas del Registro civil; en vez de profundizar en 

la modernización del Registro civil; en vez de todo eso,  

el Ministerio de Justicia “regala” otros 2.000.000 de 

euros a los Registradores de la Propiedad y 

Mercantiles. 

                                            
1 1.8 REGISTRO CIVIL  

1.8.1 Insuficiente dotación de medios humanos que provoca demoras en la atención al público.  

La situación de provisionalidad normativa de que adolecen los registros civiles redunda en el colapso, del que se ha dado cuenta en informes previos, que 
padece un buen número de registros civiles concretos, especialmente de comunidades autónomas que en su día asumieron las competencias para la 
dotación de medios humanos y materiales y que, tras la aprobación de la nueva Ley de registro civil,  cuya entrada en vigor se viene aplazando, esperan que las 
funciones del registro dejen de ser desempeñadas por los juzgados.  

La insuficiente dotación de medios humanos afecta, sobre todo, a la accesibilidad, atención presencial, telefónica y telemática; provoca demoras en la 
tramitación de los expedientes matrimoniales, de nacionalidad, de rectificación de errores en las inscripciones y de resolución de los recursos.  

La situación es muy desigual, dependiendo del registro civil y de la comunidad autónoma. En algunos casos ni siquiera se garantiza la accesibilidad, para poder 
presentar la solicitud. En otros, la diferencia de tiempo en la tramitación (desde que se presenta la solicitud hasta que se resuelve el expediente de nacionalidad y 
se inscribe la misma), puede oscilar de uno y medio a diez años, dependiendo del lugar de residencia y, en consecuencia, del registro competente.  

Las mayores demoras afectan a los registros civiles de la Comunidad Autónoma de Cataluña, … 

La reducción de horarios, suprimiendo la atención vespertina y la congelación y reducción de las plantillas sin disposición de refuerzos, ha incidido en un notable 
incremento de las quejas que se refieren a los registros civiles andaluces en los dos últimos años, … 

Los registros civiles más afectados en la Comunidad de Madrid son los de: Alcalá de Henares, Alcobendas, Alcorcón, Collado-Villalba, Colmenar Viejo, 
Fuenlabrada, Getafe, Leganés, Móstoles, Navalcarnero, Parla y Torrejón de Ardoz. 

En la Comunitat Valenciana los registros civiles más afectados son los de: Alcoy/Alcoi, Alicante/Alacant, Benidorm, Dénia, Elche/Elx, Gandia, Mislata, Orihuela, 
Paterna, Sagunto, Torrevieja, Valencia/València y Vinaròs. 

En la Comunidad Autónoma de Canarias los registros civiles más afectados son los de: Arrecife, Granadilla de Abona, Las Palmas de Gran Canaria, Lanzarote, 
Telde, San Bartolomé de Tirajana y, muy especialmente, Puerto del Rosario.  

En la Comunidad Autónoma de Aragón, el mayor número de quejas se refiere a la inaccesibilidad del Registro Civil de Zaragoza. 

… 

Las quejas recibidas respecto de registros civiles, competencia del Ministerio de Justicia, se centran en los registros de Illescas (Toledo), San Javier (Murcia), 
Eivissa e Inca (Illes Balears), situación que se viene reproduciendo en informes anteriores.  

Se han aceptado, total o parcialmente la mayoría de las Recomendaciones formuladas para mejorar la dotación de medios humanos y materiales. Se han producido 
mejoras en registros concretos, pero sin resolver la situación general, debido a las restricciones presupuestarias y a las limitaciones para reponer las plantillas de 
funcionarios.  

Las mejoras han sido especialmente perceptibles en la reducción de los tiempos de atención y tramitación, tanto en el Registro Civil Central como en el Registro 
Civil Único de Madrid.  

Extraído del informe anual de la Defensora del Pueblo de 2014, en las páginas 137 y siguientes. Acceso al 
informe íntegro: https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2015/06/Informe2014.pdf 

 

https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2015/06/Informe2014.pdf


                                                                                          EstradoS  

S e c t o r  N a c i o n a l  d e  J u s t i c i a  18 

Las incidencias informáticas paralizan la Administración de Justicia 

CCSSII••FF  ccoonnvvooccaarráá  yy  sseeccuunnddaarráá  llaass  mmoovviilliizzaacciioonneess  qquuee  ssee  aaccuueerrddeenn  ppoorr  llaass    

JJuunnttaass  ddee  PPeerrssoonnaall  ppaarraa  eexxiiggiirr  aall  MMiinniisstteerriioo  mmááss  mmeeddiiooss  yy  ssoolluucciioonneess..  

 

  

Son los funcionarios de Justicia los que 

piden soluciones a los responsables 

“políticos” del Ministerio en materia de 

Nuevas tecnologías, con el Secretario General 

a la cabeza, que siguen sin dar la cara. 

 

 

CSI•F insta a las asociaciones de Letrados a que 

rompan su silencio y secunden estas movilizaciones. 

La gestión de la implantación de Justicia digital está 

siendo un fracaso por falta de planificación pero sobre 

todo, por falta de medios. El CAU se ve superado por las 

incidencias presentadas. El personal técnico del 

Ministerio hace lo imposible por mantener un sistema 

informático plagado de programas cuya posibilidad de 

interconexión es casi imposible, con una dispersión 

absoluta de servidores y una arquitectura de software 

claramente obsoleta. 

Mientras tanto, el Ministerio de Justicia se niega a dar 

datos sobre la auditoria comparativa de todos los 

programas en funcionamiento en la Administración de 

Justicia en la búsqueda de un programa único en la 

Administración de Justicia. 

En un alarde de opacidad el Ministerio de Justicia oculta 

hasta el nombre de la citada empresa, lo que hace dudar 

sobre la veracidad de que se esté realizando dicho 

examen. 

CSI•F da la cara y mantiene su línea constructiva. En 

este sentido, CSI•F ha puesto encima de la mesa, por 

activa y por pasiva, en el seno del grupo de seguimiento 

que: 

1. Es un error grave anunciar el proyecto “Justicia papel 

cero” sin tener los medios adecuados. Es un error 

pretender que todo funciona bien, inundando las notas 

de prensa con cifras millonarias, cuando existen graves 

problemas tanto de hardware (dispersión de servidores 

sin conexión interna), de comunicaciones (ancho de 

banda) como software (lexNET no vale y Minerva y 

Fortuny no sirven) que aquejan al sistema informático del 

Ministerio. No se puede seguir tirando el dinero en unos 

programas que no funcionan  

2. Es un error pretender implantar la Justicia digital sin 

atajar el problema de la existencia de diversidad de 

plataformas cuya interoperabilidad es más que 

complicada: 

a. Ministerio y CCAA que utilizan sus propios 

programas. 

b. Audiencia Nacional que depende del Ministerio 

pero que tiene programa propio. 

c. Cada CCAA con programa propio, 

d. Fiscalía, IML e INTCF, tienen también sus 

programas 

e. Otras aplicaciones como el Punto Neutro 

Judicial, el acceso a las bases de datos externas 

como a la AEAT, Tesorería General de la 

Seguridad Social, Tráfico, etc. 

3. Es un error pretender que las nuevas aplicaciones se 

interiorizan con un blog, una cuenta de twitter y unas 

“horitas” de formación y sin aportar los recursos 

necesarios para su mantenimiento. 

4. Es un error seguir enterrando millones de euros en 

unos programas que no funcionan. 
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5. Es un error crear un grupo de trabajo de seguimiento 

de nuevas tecnologías en la Administración de Justicia 

para luego marginarlo e intentar instrumentalizarlo con 

propuestas como la que se nos planteó de consensuar 

las notas informativas sobre el contenido de la reunión 

“para evitar malos entendidos”. 

6. Y es un error más grave si cabe, no reconocer estas 

limitaciones y echarle la culpa a los demás, “matar al 

mensajero”. 

 

CSI•F ha ofrecido y ha prestado su colaboración en la implantación de las TIC con lealtad bien entendida: la de 

quien aplaude lo que está bien, pero también denuncia lo que está mal… 

 

CCaassii  ttooddooss  llooss  lluunneess,,  uunnaa  nnuueevvaa  ccaaííddaa  eenn  eell  ssiisstteemmaa  iinnffoorrmmááttiiccoo  ddeell  mmiinniisstteerriioo,,  

pprroovvooccaa  llaa  ppaarraalliizzaacciióónn  ddee  llooss  jjuuzzggaaddooss  ddee  mmááss  ddee  mmeeddiiaa  EEssppaaññaa..    

 

Tras la Semana Santa y la implantación de una nueva 

actualización, y como casi todos los lunes, vuelve a 

colapsarse el sistema informático del Ministerio de 

Justicia y que afecta a todas la comunidades autónomas 

no transferidas, incluso aquellas en las que era festivo, 

NO HA FUNCIONADO el sistema ni para los juzgados de 

Guardia, aunque al parecer a las 11:30 el servicio fue 

restablecido. 

Esa es la tónica general del funcionamiento del sistema 

informático del Ministerio, que además afecta 

colateralmente a las demás comunidades autónomas 

que dependen de LexNET para sus comunicaciones, con 

órganos dependientes del Ministerio. 

Lo grave de la situación es que el ministerio TIENE 

DETECTADO EL PROBLEMA Y SABE CUAL ES LA 

SOLUCIÓN. El problema es el Archivo Único (Servidor 

que contiene todas las bases de datos, y que es único 

para todo el territorio no transferido) que, al parecer, no 

tiene la capacidad necesaria, sobre todo cuando todos 

los usuarios comienzan a hacer uso del servidor al 

mismo tiempo. La solución es la inversión necesaria 

para que ese Servidor soporte las necesidades de los 

usuarios. 

Pero, para aplicar esta solución, los responsables 

políticos del ministerio con el Ministro a la cabeza, tienen 

que creerse el proyecto, y creérselo como algo necesario 

e imperioso para la sociedad de nuestro país que 

reclama una justicia eficaz. Ello supone, invertir en 

infraestructuras eficaces y eficientes, en formación 

específica a los funcionarios que tienen que manejar día 

a día las nuevas aplicaciones, y en aplicaciones que 

sean operativas entre sí y que permitan la interconexión 

e intercambio de información eficaz. En definitiva: la 

solución es más inversión. 

Pero no dudan en seguir dando encomiendas a los que 

no hacen nada por resolver los problemas de la justicia, 

sino, que probablemente los agraven cuando pierdan las 

competencia, y sin embargo quieren imponer (que no 

implantar) la justicia digital a coste cero. Así no!!! y así se 

lo hicimos saber en la última reunión del grupo de trabajo 

de nuevas tecnologías, y este, entre otros, ha sido uno 

de los motivos por los que CSI•F ha tomado la decisión 

de retirarse de ese grupo de trabajo. 
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Así, mientras los diferentes programas informáticos apadrinados por el Ministerio de Justicia se cuelgan “día sí, 

día también” la Justicia sigue funcionando gracias al esfuerzo no reconocido de los funcionarios de Justicia. 

Y ya se están hartando!!!  

He aquí un nuevo ejemplo de ineficacia del sistema y de sus herramientas: 

 

El absurdo procedimiento de los apoderamientos electrónicos.  

 

Hace varios meses CSI•F denunció al Ministerio que en 

las Fiscalías necesitaban hasta 19 pasos para poder 

tramitar las solicitudes de informe de los Juzgados. Hoy 

nos toca hablar de los apoderamientos electrónicos que 

precisan de hasta cinco pasos 

donde antes sólo se 

necesitaba uno. Además, el 

Ministerio se comprometió a 

dar formación a los 

funcionarios y, hasta la fecha, 

brilla por su ausencia. El nuevo 

sistema obliga a realizar el 

trámite a través de la 

herramienta informática del 

Ministerio de Hacienda (para el 

que los Juzgados vuelven a 

trabajar en el control a los Procuradores y Abogados), 

pasar la firma del documento al Letrado, posterior 

citación al interesado que comparece en el Juzgado para 

firmar el documento, ojo, en papel!!! Luego ese papel 

firmado se tiene que escanear e incorporar. CSI•F cree 

que si no se está preparado, lo mejor era dejar las cosas 

como estaban. Se cita al interesado y el mismo día se va 

con su poder firmado… en 

papel. 

El Ministerio de Justicia debe, 

de una vez por todas, 

reconocer el esfuerzo que 

vienen realizando los 

funcionarios de justicia y la 

sobrecarga de trabajo que 

está suponiendo la 

implantación de la Justicia 

Digital. Por ello, CSI•F sigue 

exigiendo la apertura de negociación para actualizar el 

complemento específico y reducir el agravio salarial que 

existe prácticamente con la totalidad del resto de CCAA 

que han asumido las competencias. 

 
Pero, por si eran pocos los problemas que el Ministerio tiene día a día, con sus ocurrencias sobre la implantación 

del expediente digital, 

El CGPJ señala que la transcripción desde soporte digital a soporte papel de las 
testificales y periciales no se ajusta al ordenamiento jurídico 

Jueves, 20 de abril de 2017  

Enlace de la noticia:  
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/En-Portada/El-CGPJ-senala-que-la-transcripcion-desde-
soporte-digital-a-soporte-papel-de-las-testificales-y-periciales-no-se-ajusta-al-ordenamiento-juridico 

 

 La Comisión Permanente dice que corresponde a los letrados de la Administración de Justicia cuidar de que la 

grabación sea realizada con los oportunos puntos de control que permitan acceder con facilidad y agilidad a la 

parte que se precise.  

El órgano de gobierno de los jueces advierte de que para ello es absolutamente imprescindible que las Administraciones 

competentes pongan a disposición de los órganos judiciales los medios técnicos necesarios. 

http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/En-Portada/El-CGPJ-senala-que-la-transcripcion-desde-soporte-digital-a-soporte-papel-de-las-testificales-y-periciales-no-se-ajusta-al-ordenamiento-juridico
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/En-Portada/El-CGPJ-senala-que-la-transcripcion-desde-soporte-digital-a-soporte-papel-de-las-testificales-y-periciales-no-se-ajusta-al-ordenamiento-juridico
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…las actuaciones orales y vistas 
grabadas y documentadas en 
soporte digital no podrán 
transcribirse… 

La Comisión Permanente del 

Consejo General del Poder 

Judicial ha aprobado un informe 

relativo a la transcripción desde 

soporte digital a soporte papel de 

las grabaciones de las 

declaraciones testificales y 

periciales practicadas en la fase 

de instrucción que concluye que 

“tales prácticas, en principio, no 

se ajustarían al ordenamiento 

jurídico”. 

El órgano de gobierno de los jueces se ha pronunciado 

sobre esta cuestión en vista de los acuerdos de las Salas 

de Gobierno de varios Tribunales Superiores de Justicia 

en los que se dispone la transcripción a soporte papel de 

las informaciones testificales o periciales que se 

producen grabadas en soporte digital durante la fase de 

instrucción. 

La Permanente señala, no obstante, que “el debido 

cumplimiento de la norma –el artículo 230.3 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial establece que las 

actuaciones orales y vistas grabadas y 

documentadas en soporte digital no podrán 

transcribirse- exige que los órganos judiciales cuenten 

con los medios técnicos y humanos necesarios”. 

A tal fin, el Consejo entiende que, “con sujeción al 

principio de legalidad y en ejercicio de sus competencias, 

corresponde a los letrados de la Administración de 

Justicia el deber de cuidar que la grabación sea 

efectuada con los oportunos puntos de control que 

permitan tanto al juez como al tribunal y a los abogados 

acceder con facilidad y agilidad al 

punto y momento que en cada 

caso precisen de la grabación 

efectuada para el ejercicio de sus 

funciones judiciales y 

profesionales, respectivamente”. 

Para ello, añade la Comisión Permanente, “es 

absolutamente imprescindible que las 

Administraciones competentes -Ministerio de 

Justicia y Comunidades Autónomas con 

competencias en la materia- pongan a disposición de 

los órganos judiciales los medios técnicos que 

permitan llevar a cabo sin dificultad tales funciones y 

cometidos, para que la grabación, de una parte, recoja 

de manera absolutamente fidedigna, íntegra y completa 

la declaración y, de otra, sea posible con sencillez y 

rapidez acceder a cualquiera de los contenidos con 

plenas garantías”. 

Con este objetivo, el CGPJ remitirá el informe aprobado 

a estas Administraciones. 

 

 

 

COMENTARIO SOBRE LA NOTICIA.- Con el  informe al que hace referencia la nota anterior, parece que el CGPJ hace 

una interpretación de una de las funciones de los Letrados de la 

Administración de Justicia, en lo que se refiere a la grabación en soporte 

digital de las vistas, y por tanto de las declaraciones de testigos y peritos 

realizadas de forma oral en dichos actos. 

La cuestión es… si el Letrado no tiene obligación de estar presente en 

las vistas, a quién le caerá el mochuelo??? 

No parece muy complicada la respuesta, pero… lo tienen igual de claro 

el Ministerio y las CCAA??? …o, por el contrario, seguirán mirando hacia 

otro lado, como hasta ahora, mientras se esté haciendo el trabajo, 

aunque no lo haga el funcionario que marca la Ley, ni esté debidamente 

retribuido por esta nueva labor???  

Estas preguntas las dejamos sin responder… 
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Los funcionarios de Justicia 
están hartos y cansados de 

luchar contra unos programas que 
no sirven. No obstante, siguen 
redoblando esfuerzos para que 
esto funcione, luchando a diario 

con las aplicaciones informáticas, 
que unos días funcionan y otros, la 

mayor parte, no 

Por todo lo anterior, y el incumplimiento reiterado por el Ministerio de Justicia del Acuerdo de Diciembre de 2015 

CCSSII••FF  ddaa  ppoorr  ccoonncclluuiiddaa  ssuu  pprreesseenncciiaa  eenn  llaass  rreeuunniioonneess  qquuee  ccoonnvvooqquuee  eell    

MMiinniisstteerriioo  ddee  JJuussttiicciiaa  ssoobbrree  sseegguuiimmiieennttoo  ddee  JJuussttiicciiaa  DDiiggiittaall..  
 

 

Para CCSSII••FF no se puede seguir participando en grupos de 

trabajo con quien no respeta los acuerdos que firma, ni 

reconoce el esfuerzo y el trabajo de los funcionarios de 

Justicia, mirando para otro lado. 

 

 

El Ministerio ha demostrado en estos últimos tiempos 

que su única preocupación, en lo que a la implantación 

de nuevas tecnologías y el expediente Digital, es el 

“ruido” que se hace en la calle y en la prensa, 

denunciando la realidad de la implantación de las nuevas 

tecnologías porque erosiona su “discurso oficial” de un 

mundo feliz, o la “queja” de algún poder fáctico que al 

que le molesta que se denuncie su falta de interés en el 

futuro expediente digital. 

El Ministerio no comparte toda la información. Ahora 

parece que vamos hacia un programa único pero se 

niega a compartir la auditoría o estudio comparativo en el 

que se basa esta decisión o a explicar por qué se sigue 

gastando en un programa que está destinado a ser 

sustituido. 

 CSI•F siempre apostó por una participación activa en 

este tipo de reuniones pues era el único foro donde el 

Ministerio puede conocer la realidad del día a día que se 

vive en los Juzgados, alejada de la 

realidad propagandística que el mismo 

traslada a la opinión pública. 

 Lamentablemente, el Ministerio de 

Justicia y sus responsables políticos 

no escuchan o no quieren escuchar, 

mirando hacia otro lado, desoyendo el 

clamor de los que día a día soportan 

esta ingente tarea: los funcionarios de 

Justicia. 

Los funcionarios de Justicia están hartos y cansados 

de luchar contra unos programas que no sirven. No 

obstante, siguen redoblando esfuerzos para que esto 

funcione, luchando a diario con las aplicaciones 

informáticas, que unos días funcionan y otros, la mayor 

parte, no; retrasando más si cabe la resolución de los 

expedientes judiciales. A ello hay que sumar las 

presiones que reciben de sus superiores, profesionales y 

ciudadanos porque no sale el trabajo, pues no entienden 

que para realizar ahora la tarea diaria, hay que emplear 

el doble de tiempo. Además de permitir que otros 

funcionarios (jueces, fiscales y letrados de la 

Administración de justicia) exijan la impresión de los 

expedientes y rehúsen el uso de la firma digital, con lo 

que poco se ha avanzado, por no decir, que, más bien al 

contrario, lo que debería ser un avance, está siendo un 

retroceso.  

Además de lo anterior, no podemos abstraernos de la 

situación global en la que se encuentra la “negociación” 

en la mesa sectorial de justicia en la que 

existe una falta de interés real por la 

implantación de NNTT, solo se ha 

hablado de este asunto en la reunión del 

pasado 14 de marzo, y por que la salida 

en prensa y los piques de algún fiscal, 

“molestaron” a los responsables del 

ministerio, y el Secretario General se vio 

en la necesidad de convocar a los 
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Para CSI•F no se puede seguir 

participando en grupos de trabajo 

con quien no respeta los acuerdos 

que firma, ni reconoce el esfuerzo 

y el trabajo de los funcionarios de 

Justicia. 

sindicatos, aunque creemos que lo hizo más por calmar 

la urticaria que por el convencimiento de que es 

necesario hablar con los sindicatos. 

La implantación de las nuevas tecnologías está 

cambiando la forma de trabajar y el contenido del trabajo 

dentro de los Juzgados. El reparto tradicional de 

funciones ha saltado por los aires y los funcionarios de 

Justicia están asumiendo más y más tareas y funciones 

sin respaldo legal alguno y sin reconocimiento en sus 

condiciones laborales y retributivas. Por este motivo 

CSI•F ha solicitado al Secretario 

General hasta en tres ocasiones la 

convocatoria de la mesa de 

negociación para abordar esta gestión 

del cambio que conlleva obligaciones, 

pero también, debe significar mejoras en 

las condiciones retributivas y laborales 

de los funcionarios. 

Lejos de reconocer expresamente este esfuerzo y lejos 

de abordar la gestión del cambio que ya se está 

produciendo en materia de funciones y tareas, el 

Ministerio de Justicia, además, incumple 

sistemáticamente el acuerdo de diciembre de 2015, ni 

tiene intención de cumplirlo. Tampoco convoca la 

mesa de negociación sobre nuevas tecnologías. Sin 

embargo, sí que convoca mesas de negociación para 

ahondar en la discriminación de los Cuerpos generales, 

especialmente el de Gestión en materia de promoción 

profesional o las sustituciones por citar dos ejemplos. 

Esto quedó claramente demostrado en la fallida 

reunión del pasado 5 de abril. 

Para CSI•F no se puede seguir participando en grupos 

de trabajo con quien no respeta los acuerdos que firma, 

ni reconoce el esfuerzo y el trabajo de los funcionarios de 

Justicia. 

Así las cosas y tras el incumplimiento reiterado por parte 

de ese Ministerio del Acuerdo firmado 

con los Sindicatos en Diciembre de 

2015, y el menosprecio sistemático 

hacia los cuerpos generales de la 

administración de justicia, CSI•F da 

por concluida su presencia en las 

reuniones que convoque el Ministerio 

de Justicia sobre seguimiento de Justicia Digital, que no 

sean para la negociación, en lo que a las condiciones 

laborales y retributivas de los funcionarios de la 

administración de justicia se refiere. 

En este sentido, CSI•F recurrirá cualquier instrucción que 

se publique respecto de los puntos del orden del día que 

no se han negociado ni, por supuesto, damos por 

negociados.  

 

 

CSI•F advierte además, que cualquier actuación del Ministerio en este sentido no hará otra cosa que agravar el conflicto 

abierto y no se descarta el uso de cuantas acciones y medios, que legalmente le amparan, en la legítima defensa de 

los intereses generales de los funcionarios de la administración de Justicia y de sus condiciones laborales y 

retributivas. 
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CCSSII••FF  ppaaccttaa  ccoonn  HHaacciieennddaa  llaa  mmaayyoorr  ooffeerrttaa  ddee  eemmpplleeoo  ppúúbblliiccoo  ddee  llaa  ddeemmooccrraacciiaa,,    

ppaarraa  mmeejjoorraarr  llaa  ccaalliiddaadd  yy  llaa  eessttaabbiilliiddaadd  ddee  llaass  ppllaannttiillllaass  

  

• En tres años se sacarán a concurso el 90% 

de las plazas interinas, alrededor de 

250.000 puestos de trabajo, principalmente 

en Sanidad, Educación y Justicia. 

• En la Administración General del Estado 

se cubrirán, por primera vez desde la 

crisis, el 100% de las bajas en los puestos 

de cara al público. 

• CSI•F se opone a la subida salarial del 1% 

y trabajará para mejorarla en el trámite de 

los Presupuestos. 

 

La Central Sindical Independiente y de Funcionarios 

(CSI•F), sindicato más representativo en las 

administraciones públicas y con presencia creciente en el 

sector privado, firmó el pasado día 29 de marzo, un 

acuerdo con el Ministerio de Hacienda y Función Pública, 

y junto a CC.OO y UGT, para sacar a concurso la mayor 

oferta de empleo público de la democracia. 

CSI•F valora de manera positiva este acuerdo, que 

permitirá acceder a un trabajo estable a decenas de 

miles de personas en toda España y permite reforzar las 

plantillas después de años de recortes. 

Esta oferta permitirá, por una parte, convertir en fijas el 

90 por ciento de las plazas interinas, fundamentalmente 

en la Sanidad, la Educación y la Justicia (unas 250.000 

plazas), así como en los servicios sociales, la policía 

local, la gestión tributaria y recaudación, la inspección de 

servicios y actividades. Todo ello es con la finalidad de 

reducir la temporalidad en cada uno de los sectores –que 

deberá situarse por debajo del 8 por ciento-- y para 

reforzar la estabilidad de las plantillas. 

Por otra parte, se establecerá la tasa de reposición del 

personal que se jubile, que será del 100% en los 

sectores prioritarios: Sanidad, Educación, Justicia, 

servicios sociales, lucha contra el fraude, prevención y 

extinción de incendios y políticas activas de empleo. 

Además, se incluirán como nuevos sectores prioritarios, 

por primera vez desde la crisis, los de atención a la 

ciudadanía en los servicios públicos (Servicios de 

Empleo, Seguridad Social, DGT, oficinas del DNI, 

IMSERSO), prestación directa del transporte público y 

seguridad y emergencias, con el fin de garantizar la 

prestación de estos servicios estratégicos sin merma de 

su calidad. En el resto de los ámbitos, la tasa de 

reposición será del 50 por ciento. 

Finalmente, el acuerdo marca un antes y un después en 

el diálogo social, estableciendo grupos de trabajo para la 

negociación tanto en el empleo público (se crea una 

mesa específica para realizar una planificación efectiva 

de estas políticas en el futuro), igualdad de género y 

víctimas de violencia de género, mejora de las 

mutualidades de funcionarios, movilidad, formación y 

seguimiento de la administración digital. 

 

RECHAZO A LA SUBIDA SALARIAL DEL 1% 

Por otra parte, rechazamos de plano la subida salarial 

del 1% que nos han planteado, o del 1,2 que plantean 

otras organizaciones sindicales. 

Esta subida aumentará aún más la pérdida de poder 

adquisitivo que llevamos arrastrando desde 2010, por lo 



                                                                                          EstradoS  

S e c t o r  N a c i o n a l  d e  J u s t i c i a  25 

que CSI•F reclama que se recupere, al menos, la 

estructura salarial previa a la bajada salarial de 2010. 

Por tanto, desde el día siguiente, CSI•F intensificará la 

interlocución a todos los niveles, también en el 

Congreso, con una reunión con el Grupo Parlamentario 

Unidos Podemos, además de las medidas de presión 

que se consideren por parte del sindicato, para que el 

Gobierno aumente esta subida. 

CSI•F también seguirá defendiendo que se eliminen 

recortes todavía vigentes como los descuentos en la 

nómina por baja médica o la jornada laboral de 35 horas 

en el conjunto del Estado. 

 

Acuerdo de Mesa General para la mejora del empleo público en la administración de justicia:  
 

Justicia reducirá en los próximos 3 años la tasa de temporalidad hasta un máximo del 90% de 

plazas ocupadas de forma temporal 

 

El acuerdo alcanzado, hace posible este plan de 

reducción de temporalidad, que CSI•F venía 

exigiendo al Ministerio de Justicia desde el año 2015. 

Además, a petición de CSI•F, se incluye el fomento de 

la promoción interna lo que elimina cualquier duda o 

excusa que se pueda poner para no convocar una oferta 

de promoción interna independiente. Las plazas que 

se oferten a promoción interna no computarán a los 

efectos de tasa de reposición. 

EEnn  cciiffrraass,,  eell  MMiinniisstteerriioo  ddee  JJuussttiicciiaa  ppooddrráá  

ooffeerrttaarr  eenn  llooss  pprróóxxiimmooss  ttrreess  aaññooss  uunn  ttoottaall  ddee  

88..556644  ppllaazzaass  

  

Por otro lado, según ha anunciado el propio Gobierno, el 

próximo 31 de marzo está prevista la aprobación del 

Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado 

para este año que, en caso de ser aprobados por las 

Cortes, permite asegurar una oferta de empleo público 

para 2017 de un tercio de esas 8.564 plazas del ciclo de 

tres años. 

Así, el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del 

Estado reflejará una tasa de reposición del 100% en el 

caso de la Administración de Justicia y una autorización 

para que en la Administración de Justicia se puedan 

convocar plazas de forma que el volumen de 

temporalidad existente en la actualidad se pueda reducir 

a lo largo de un período de tres años hasta un máximo 

de un 90%, reforzando con esta fórmula la estabilidad de 

las plantillas y manteniendo la tasa de temporalidad por 

debajo del 8% sin que pueda producirse un nuevo 

incremento de esta. 

El desarrollo de estos procesos selectivos, que en 

ningún caso serán procesos de consolidación, 

deberá garantizar el cumplimiento de los principios 

de libre concurrencia, igualdad, mérito, 

capacidad y publicidad, y serán objeto de 

negociación en cada ámbito, pudiendo ser objeto de 

valoración entre otros méritos, en su caso, el tiempo 

de servicios prestados a la Administración. 

En este sentido, el Ministerio ya ha anunciado que, de 

haber oferta en 2017, (y parece que la va a haber) se 

acumularía a la de 2016, convocándose 

simultáneamente ambos procesos y que, estaba en 

estudio, la posibilidad de un concurso oposición 

para los procesos que se convocaran en 2018. 

Además, CSI•F ya ha propuesto al Ministerio de 

Justicia que este mismo año se realice una oferta de 

promoción interna independiente de la OEP como 

mínimo del 50% de las plazas que se oferten para 

atender el mandato de la mesa general de fomentar la 

promoción interna. 

Asimismo, CSI•F también ha propuesto al Ministerio en 

varias ocasiones y volverá a hacerlo la revisión de los 

procesos selectivos de promoción interna. 
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Importancia de la Mesa General de Función Pública para la Administración de Justicia 

 
Con independencia de la gran autonomía de la Mesa del 

Ministerio de Justicia, que se creó formalmente hace dos 

años gracias a la lucha y a las negociaciones de CSI•F, 

hay cuestiones que afectan todos los empleados 

públicos que escapan del ámbito de competencia de la 

misma, pero que sí son de aplicación a los funcionarios 

de la administración de Justicia, por su condición de 

empleados públicos. 

En esta mesa sólo participan las organizaciones 

sindicales más representativas a nivel estatal, y en todos 

los ámbitos de las administraciones públicas y no solo de 

la administración de justicia. Junto con CSI•F participan 

en la negociación las representaciones de ugt, ccoo de y 

de los sindicatos nacionalistas ela y cig. 

Por esta razón, sorprende que algunos sindicatos se 

atribuyan logros de esta mesa cuando no están en la 

misma y se limitan a realizar copias y pegas de la 

información repartida por quienes sí que están presentes 

en las negociaciones. 

Por último, la presencia de CSI•F en la mesa general de 

función Pública es clave para la defensa de los intereses 

de los funcionarios de Justicia, entre otras materias, en 

relación con la oferta de empleo público y las 

retribuciones generales de los empleados públicos. 

Por ello, un representante del sector de Justicia de CSI•F 

está presente en los debates y participa de la 

negociación para que los intereses de los funcionarios de 

Justicia se vean representados de forma directa y 

respetados en todos los ámbitos de la negociación. Así 

se consiguió, por ejemplo, legalizar la mesa propia de 

Justicia hace dos años, el reconocimiento de la 

devolución de los tres días de la LOPJ cuando nadie 

daba un euro por recuperarlo y cuando fuimos acusados 

de mentir o, ahora la mención expresa al fomento de la 

promoción interna. 

 

Como se adelantaba con anterioridad, CSI•F rechaza la subida retributiva del 1% del Ministerio de 

Hacienda para 2017 

CSI•F había presentado una 

propuesta de recuperación de la 

estructura salarial existente antes 

de los recortes de 2010, en un 

plan plurianual que el Ministerio 

se niega a desarrollar. 

Para CSI•F es el momento de 

recuperar el poder adquisitivo 

perdido en los últimos años 

empezando por los recortes de 

2010 y, para ello, es necesario 

un compromiso por parte del 

Gobierno que con ese 1% de 

incremento no se demuestra. 

CSI•F seguirá luchando por la 

mejora retributiva de los 

empleados públicos teniendo en 

cuenta además, que la inflación 

se está recuperando lo que 

supone una merma adicional de 

poder adquisitivo para los 

empleados públicos. 

 

CSI•F defiende la recuperación de la estructura salarial existente 

anterior a los recortes de 2010 y la recuperación de poder adquisitivo 
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¡¡¡¡¡¡UULLTTIIMMAA  HHOORRAA!!!!!!  
  

  

MMeessaa  SSeeccttoorriiaall  ddee  NNeeggoocciiaacciióónn  2288  ddee  aabbrriill  ddee  22001177……  

  

  

  

EEll  MMiinniisstteerriioo  ““ddaa  llooss  pprriimmeerrooss  ppaassooss””  ppaarraa  eell  ccuummpplliimmiieennttoo  ddeell  aaccuueerrddoo  

  

  
 

CSI•F previo al inicio del orden del día, recuerda al 

Ministerio que los funcionarios de justicia llevan 2 

años sin poder disfrutar los 9 días de asuntos 

particulares que les corresponden según lo recogido 

en el acuerdo. 

El Ministerio de Justicia, en desarrollo del punto segundo 

del acuerdo, propone convertir las 331 plazas de 

refuerzo, nombrados hasta el 31 de diciembre de 2013, 

en cuatro fases: 

1. Conversión refuerzos sedes Nueva Oficina 

Judicial: 77 plazas 

2. Conversión refuerzos sedes sin implantación 

nueva oficina judicial: 115 plazas 

3. Conversión refuerzos órganos centrales: 95 

plazas 

4. Conversión refuerzos Letrados: 44 plazas 

En relación con los refuerzos NOJ, el Ministerio pretende 

mantener como plantilla, ampliando la RPT 

correspondiente, los 65 refuerzos existentes en los 

Servicios Comunes donde se encuentran ubicados 

actualmente. El resto de refuerzos NOJ que actualmente 

se encuentran ubicados en las UPAD pasarían a 

integrarse dentro de los Equipos de Apoyo del Servicio 

Común General de la respectiva localidad. 

En relación con los refuerzos de sedes sin implantación 

de NOJ, el Ministerio no tiene criterio sobre su ubicación 

definitiva y por ello va a solicitar informe a los Secretarios 

de Gobierno de las sedes afectadas. 
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Por lo que respecta a Órganos Centrales, el Ministerio ha 

manifestado su intención de proceder a su conversión 

una vez hayan finalizado las dos fases anteriores. 

En cuanto a los refuerzos de Letrados el Ministerio ve 

factible la conversión en plantilla de las plazas ubicadas 

actualmente en ciudades NOJ y en órganos colegiados, 

en total 9 plazas. Respecto de las 35 plazas restantes, el 

Ministerio ve difícil alterar las plantillas de los órganos 

unipersonales dado que las plantillas de dichos órganos 

sólo cuentan con un Letrado, por ello solicitó a las 

organizaciones sindicales propuestas encaminadas a 

buscar soluciones a este problema. CSI•F cree que no 

hay una solución uniforme para todos los casos y por ello 

propuso hasta tres alternativas distintas, que trasladará 

por escrito, y así evitar que se pierdan esas plazas por 

falta de soluciones. 

 

CSI•F solicitó al Ministerio: 

 La fecha de nombramiento de todos los 

refuerzos existentes, en el ámbito de su 

competencia, para poder comprobar si el número 

de plazas se ampara en los términos del 

acuerdo. 

 La modificación de la relación de plazas porque 

hemos detectado discordancias entre la 

ubicación real de los refuerzos y la que el 

Ministerio aporta en su documentación. 

 Que en la próxima reunión se traslade a las 

organizaciones sindicales la identificación en 

plantilla definitiva de los refuerzos NOJ. 

 Que en la próxima reunión el Ministerio presente 

un proyecto de ubicación de los refuerzos en las 

sedes donde no está implantada la NOJ. 

 Que la conversión de refuerzos de órganos 

centrales se haga a la par que el resto de 

refuerzos de sedes sin NOJ al no existir razones 

técnicas que impidan utilizar el mismo criterio 

 Que se aceleren los trámites para que todas 

estas plazas que pasar a convertirse en plantilla 

se oferten en el concurso de traslados de este 

año,, que se oferten en comisión de servicio o 

que se aplique el criterio establecido en el 531.5 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

El Ministerio aún no tiene claro el criterio que va a seguir 

a la hora de cesar a los interinos una vez se conviertan 

las plazas de refuerzo en plantilla. CSI•F ha exigido al 

Ministerio que haga una propuesta por escrito y las 

traslade a las organizaciones sindicales en la próxima 

mesa de negociación. 

 

 

Plantilla de la sala de apelación de la Audiencia Nacional 

 

Como se ha venido informando, CSI•F solicitó 

recientemente al Ministerio la negociación de las 

plantillas de la sala de apelación de la Audiencia 

Nacional que entrará en funcionamiento el próximo 1 de 

junio. Esta petición se ha plasmado en el orden del día 

de la reunión celebrada. 
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El Ministerio anuncia que a lo largo del 
mes de mayo y hasta junio tiene previsto 

convocar varias reuniones para ir 
tratando uno por uno todos los puntos del 

acuerdo 

El Ministerio de Justicia propone una plantilla de 1 

Letrado, 1 Gestor, 2 Tramitadores y 1 Auxilio (misma 

plantilla de una Sala civil y penal de TSJ). CSI•F advirtió 

al Ministerio que era muy complicado realizar una 

estimación de carga de trabajo de una sala, como esta, 

de nueva creación. 

No existen antecedentes, por lo que nos hemos fijado en 

un caso similar para realizar nuestra propuesta, 1 

Letrado, 2 Gestores, 4 Tramitadores y 2 Auxilios, 

teniendo en cuenta que se ha previsto una dotación de 

tres magistrados para atender recursos de unas 160 

sentencias anuales y en comparación con los 16 

funcionarios y 5 magistrados que atienden unos 600 

recursos en la sección penal de la Audiencia Provincial 

de Madrid. 

El Ministerio dice que tiene datos que aseguran que sólo 

el 30% de las sentencias serán apeladas. Además, para 

sostener su propuesta de plantilla dice que el trabajo es 

fundamentalmente para los jueces ya que se trata de 

trámites sencillos y sin vistas. CSI•F le ha solicitado que 

facilite esos estudios para poder analizarlos y, en su 

caso, rebatirlos. Además, CSI•F ha solicitado que, en 

todo caso, se revise la plantilla cada seis meses y no a 

los 18 meses de la entrada en funcionamiento como se 

prevé en la norma de creación de la Sala.  

CSI•F  ha solicitado que la provisión de estos puestos de 

trabajo se haga por la vía del artículo 531.5 de la LOPJ, 

de tal forma que entre en funcionamiento con 

funcionarios de carrera.  

 

Otros temas tratados en la reunión  

 Resto de puntos del acuerdo: CSI•F le recuerda al 

Ministerio que existen puntos del acuerdo más 

importantes para los 

funcionarios de Justicia que 

faltan por desarrollar y 

hacerse realidad. En este 

sentido, CSI•F ha exigido que, 

sin dilación, debe ser objeto de 

propuestas concretas por parte del Ministerio para su 

cumplimiento antes del verano. 

El Ministerio anuncia que a lo largo del mes de mayo 

y hasta junio tiene previsto convocar varias reuniones 

para ir tratando uno por uno todos los puntos del 

acuerdo.  

En principio, parece que la próxima reunión será 

dentro de dos semanas. 

 

 Oferta de empleo público:  

El Ministerio rectifica y 

anuncia que convocará 

próximamente la 

oferta de empleo 

público de 2016 ya que 

esperar a la aprobación 

de los Presupuestos retrasaría demasiado dicha 

convocatoria.  

La idea que nos traslada el Ministerio es convocar en 

junio los procesos de promoción interna y en el mes 

de julio los de turno libre, 

dejando en el aire si, para este 

turno, la presentación de 

instancias se pudiera retrasar a 

septiembre para evitar los meses 

de verano. Esta convocatoria se 

realizaría bajo el sistema de oposición pura (turno 

libre) dejando a posterior consideración cuando, como 

y en qué fecha se convocaría la OEP 2017, en el 

caso de que se aprobaran los presupuestos. 

También anuncia la próxima convocatoria de la Oferta 

de Empleo Público 2015 y 2016 de Facultativos. 

 

Además, CSI•F recuerda al Ministerio: 

• Que las bases de convocatoria deben negociarse 

en mesa por lo que debería estar, ya, dando 

traslado de las mismas. 

• Que debe acometerse la reforma de los procesos 

selectivos para favorecer la promoción interna. 

• Que debe convocarse un proceso de promoción 

interna independiente este mismo año con, al 

menos el 50% de las vacantes. 

• Que falta por convocar también la oferta de 

empleo de 2016 de Ayudantes de Laboratorio  
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Para terminar con este punto, CSI•F ha reclamado una 

solución para aquéllos aspirantes del proceso selectivo 

recién terminado que, habiendo superado los cortes de 

todos los ejercicios establecidos por el Tribunal, 

quedaron sin plaza mientras existen puestos de trabajo 

que han quedado sin titular por renuncia o por pase a la 

situación de excedencia. Una solución que podría 

aplicarse a sucesivos procesos selectivos. 

 

 Concurso de traslados: 

El Ministerio confirma su 

intención de convocarlo a 

mediados de junio.  

 

 Tutores para funcionarios de nuevo ingreso: 

 

CSI•F pidió al Ministerio que se programen tutorías para 

el personal de nuevo ingreso porque una cosa es 

aprobar la oposición y otra distinta aplicar esos 

conocimientos en el día a día y con un programa 

informático desconocido (sea bueno o malo).  

 

 

 Mesa de Negociación implantación de nuevas 

tecnologías:  

 

CSI•F exigió la convocatoria de esta mesa de 

negociación, para hablar de los cambios que las TIC 

están produciendo en la forma de trabajar, en el 

reparto de tareas y en las funciones que se realizan. 

Es necesario, para CSI•F, hablar de estas cuestiones 

porque los cambios están ya en los Juzgados, y esos 

cambios han de ser reconocidos legal, laboral y 

retributivamente. El trabajo en equipo, exige la 

modificación de la productividad para que se abone a 

toda la oficina y no sólo a un Cuerpo. El nuevo 

reparto de funciones y tareas, las nuevas 

responsabilidades exigen también abordar el 

incremento de retribuciones y, en este sentido, es 

escandaloso la diferencia que vuelve a haber entre 

los funcionarios de Cuerpos nacionales al servicio de 

la Administración de Justicia destinados en el 

territorio Ministerio y el de la casi totalidad de las 

CCAA con competencias en materia de personal
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DDeessddee  eell  11  ddee  eenneerroo,,  eell  ppeerrmmiissoo  ddee  ppaatteerrnniiddaadd  tteennddrráá  uunnaa  dduurraacciióónn  ddee    

ccuuaattrroo  sseemmaannaass  

 

  

PPeerroo  llaa  lleettrraa  ppeeqquueeññaa  ppuueeddee  aaffeeccttaarr  aa  ssuu  pplleennoo  

ddiissffrruuttee  eenn  llaa  AAddmmiinniissttrraacciióónn  PPúúbblliiccaa    

 

 

 

 

Desde el 1 de enero el permiso de paternidad pasa de 

dos a cuatro semanas, pero la letra pequeña puede 

afectar a su pleno disfrute en la Administración Pública 

CSI•F valora positivamente esta medida de ampliación 

que, por fin entra en vigor, aunque queda camino por 

recorrer para equiparnos con los países europeos más 

avanzados en materia de conciliación de la vida familiar, 

personal y laboral.  

No obstante, la falta de desarrollo legal 

está impidiendo que el permiso 

despliegue todos los efectos 

beneficiosos que debería en materia de 

conciliación en el ámbito de las 

Administraciones Públicas (art. 49.1 c) 

del EBEP) 

Una interpretación restrictiva de este 

artículo obliga a computar el permiso 

desde el nacimiento o, en su caso, 

desde el permiso de ingreso hospitalario por parto o la 

fecha de la resolución de adopción o acogimiento. 

No obstante su regulación en el Estatuto de los 

Trabajadores (art. 48.7) se precisa, a diferencia del 

artículo 48 del EBEP, que se puede disfrutar durante la 

duración de la licencia de maternidad o inmediatamente 

después de esta. 

Por su parte, en el ET el permiso se puede disfrutar en 

régimen de jornada completa o en régimen de jornada 

parcial de un mínimo del 50%, previo acuerdo con el 

empresario, cosa que no se puede hacer con una 

interpretación restringida del artículo 48 del EBEP. 

Además, el permiso en el ET se amplía, en casos de 

parto, adopción, guarda con fines de adopción o 

acogimiento múltiples, en dos días más por cada hijo a 

partir del segundo. Esta ampliación tampoco se recoge 

en el EBEP. 

Por otro lado, se plantea otro problema: el EBEP y el ET 

establecen que el permiso de paternidad es 

independiente del disfrute compartido de los permisos 

por parto y adopción (letras a y b del artículo 49 del 

EBEP y apartados 4 y 5 del artículo 48 del ET). 

No obstante, en el caso de los 

empleados públicos, el EBEP nada dice 

de su independencia con el permiso por 

nacimiento del artículo 48 (ingreso 

hospitalario de la madre) por lo que una 

interpretación estricta supondría la 

consunción del permiso de ingreso 

hospitalario por parto dentro del 

permiso de paternidad, eliminando el 

primero o reduciendo el segundo, 

frustrando en cada caso la finalidad que persigue su 

concesión que es distinta por ser distinta su causa. 

CSI·F se ha dirigido a Función Pública para que se 

modifique el texto del EBEP o se haga una interpretación 

favorable al trabajador en el sentido de que la expresión 

“a partir del nacimiento, adopción o acogimiento…” se 

interpretara, no como el inicio del cómputo del disfrute 

del permiso, sino como el inicio el plazo dentro del cual 

se puede disfrutar dicho permiso. De esta manera el 

permiso de paternidad comenzaría siempre tras finalizar 

el de ingreso hospitalario por el parto (se ganan 3 o 5 

días según los casos) y se podría disfrutar durante la 

licencia de maternidad o inmediatamente después de 

que esta finalizara. 
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Es la maternidad la que, 

como circunstancia 

unida a las mujeres y 

solo a ellas, provoca una 

situación de 

discriminación 

profesional. 

El TC establece el derecho de las madres a percibir el complemento de 

su nuevo destino mientras disfrutan de las licencias ligadas a su maternidad 

 

 

 

AAssíí  lloo  eessttaabblleeccee  mmeeddiiaannttee  SSeenntteenncciiaa  ppuubblliiccaaddaa  eenn  

eell  BBOOEE  eell  ppaassaaddoo  1155  ddee  nnoovviieemmbbrree  ddee  22001166  eenn  

vviirrttuudd  ddee  rreeccuurrssoo  iinntteerrppuueessttoo  ppoorr  uunnaa  eemmpplleeaaddaa  

ppúúbblliiccaa  qquuee  oobbttuuvvoo  nnuueevvoo  ddeessttiinnoo  ssiinn  qquuee  ttoommaassee  

ppoosseessiióónn  ddeell  mmiissmmoo  aall  eessttaarr  ddiissffrruuttaannddoo  ddee  

lliicceenncciiaass  lliiggaaddaass  aa  ssuu  mmaatteerrnniiddaadd..  

 

 

Mientras la Abogada del Estado se opuso 

y solicitó la desestimación total del 

recurso de amparo alegando que no se 

había producido discriminación por razón 

de sexo afirmando que en el caso de ser 

el funcionario hombre la situación hubiera 

sido idéntica, es decir, no cobrar el 

complemento de destino hasta la toma de 

posesión del mismo, el Fiscal considera 

que procede estimar el recurso y declara que se ha 

vulnerado el derecho de la demandante de amparo a no 

sufrir discriminación por razón de sexo.  

Para el Fiscal, poner fin a un permiso o licencia para 

poder tomar posesión en un nuevo destino, con la 

finalidad de no perder derechos retributivos, perviviendo 

la causa que motivó dicha licencia o permiso, obligaría a 

quien lo disfrutaba a solicitar un nuevo permiso o licencia 

fundado en la misma causa que motivaron aquellos con 

los consiguientes perjuicios que lleva aparejado y más, 

en el caso concreto, donde se disfrutaba de una licencia 

por embarazo de riesgo de la demandante de amparo. 

El Tribunal fundamenta su fallo en que los permisos y 

licencias legalmente establecidos con motivo de la 

gestación no pueden quedar equiparados al resto de 

permisos y licencias. La protección de la condición 

biológica y de salud de la mujer trabajadora ha de ser 

compatible con la conservación de sus derechos 

profesionales, por lo que la minusvaloración 

constituye un supuesto de discriminación 

directa por razón de sexo. 

El razonamiento de que la obligatoriedad de 

la toma de posesión del destino afecta a todo 

aquel que se encuentre en una situación de 

licencia sea cual fuere ésta y, por tanto, 

independientemente de su sexo, no es válido 

en casos como el presente. Es la maternidad la que, 

como circunstancia unida a las mujeres y solo a ellas, 

provoca una situación de discriminación profesional. 

Concluye el Tribunal manifestando que con tal decisión 

la Administración no atendió a los principios del 

ordenamiento jurídico que imponen a los poderes 

púbicos promover no solo la igualdad formal, sino 

también la igualdad real y efectiva. En estos casos en los 

que la mujer que tiene condición de empleada pública 

obtiene un determinado destino durante las licencias 

ligadas a su maternidad o a un eventual embarazo de 

riesgo, para que no quede vulnerado su derecho a no ser 

discriminada por razón de sexo, debe entenderse que el 

momento en el que deben considerarse adquiridos los 

derechos económicos y profesionales inherentes al 

nombramiento, debe ser desde la fecha en la que la 

mujer hubiera podido tomar posesión de no haber 

mediado dicho tipo de permiso o licencia. 
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SSaalluudd  llaabboorraall  eenn  llaass  ooffiicciinnaass..  PPaannttaallllaass  ddee  vviissuuaalliizzaacciióónn  ddee  ddaattooss  ((PPVVDD))  

 

PPAARRAA  MMEEJJOORRAARR  TTUU  SSAALLUUDD  LLAABBOORRAALL,,  eenn  ttuu  ttrraabbaajjoo  ddiiaarriioo  ddee  

ooffiicciinnaa,,    tteenn  eenn  ccuueennttaa::  

  
Al iniciar el trabajo.  

 Adecua el puesto a tus características personales (silla, mesa, teclado, etc.). Si es necesario utiliza reposapiés.  

 Ajusta el apoyo lumbar y la inclinación del respaldo que deberá ser inferior a 115º.  

 Ubica, y orienta correctamente la pantalla, evitando que las ventanas incidan sobre el campo visual.  

 Sitúa el borde superior de la pantalla por debajo de la línea horizontal de visión.  

 Para introducir datos, coloca la pantalla hacia un lado.  

 Debes disponer de espacio para el ratón, el teclado y los documentos, de forma que no haya que realizar esfuerzos 

innecesarios para su manejo  

  
Durante el trabajo:  

 Evita giros bruscos de tronco y cabeza.  

 El antebrazo y la mano deben permanecer alineados.  

 Mantén el ángulo de brazo y antebrazo por encima de 

90º.  

 No copies documentos introducidos en fundas de 

plástico.  

 En caso de fatiga muscular, o durante las pausas, 

realiza ejercicios de relajación.  

 Procura cambiar de postura con cierta frecuencia, 

evitando sentarte con las piernas cruzadas o sobre 

una pierna.  

 Evita realizar movimientos forzados para alcanzar 

objetos distantes, en lugar de levantarte a cogerlos.  

 No sujetes el teléfono con el hombro para poder 

seguir manejando el ratón y el teclado.  

 Obtén información y formación sobre los programas 

con los que trabajes.  

 El puesto de trabajo deberá tener dimensiones 

adecuadas y facilitar la movilidad del usuario.  

 Las sillas tendrán base estable y regulación en altura. 

El respaldo lumbar será ajustable en inclinación y 

altura.  

 El ambiente físico (temperatura, ruido e iluminación) 

no debe generar situaciones de disconfort.  

 Distancia visual: La pantalla, el teclado y los 

documentos escritos deben encontrarse a una 

distancia similar de los ojos (entre 45 y 55 cm.), para 

evitar fatiga visual.  

 Ángulo visual: Para trabajos sentados, la pantalla 

debe estar entre 10º y 60º por debajo de la horizontal 

de los ojos del operador.  

 Portacopias: su uso no debe ocasionar posturas 

incorrectas. Su ubicación a la altura de la pantalla 

evita movimientos perjudiciales del cuello en sentido 

vertical.  

 Teclado. Coloca el teclado de manera que no esté 

justo al borde de la mesa: entre uno y otro deben 

quedar como mínimo 10 cm. para apoyar las 

muñecas.  

 Mejora la orientación de tu puesto de trabajo: si es 

posible, colócate de forma que las ventanas queden 

situadas lateralmente y la luz pueda entrar por la 

izquierda si eres diestro y viceversa. No es 

recomendable colocar el monitor con una ventana 

enfrente ya que tendrás deslumbramientos, y si la 

colocas detrás tendrás reflejos.  

 La iluminación ha de ser general y uniforme.  

 Adaptar la intensidad de iluminación a las 

necesidades del trabajador en función de las 

exigencias de la tarea: 500 lux en oficinas no 

extensas. 
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En las oficinas se tiene un mayor interés por la exposición frente a la 

utilización de PVD. Para determinar si un trabajador está expuesto a 

estos riesgos se considerarán: 

a) Los que pueden considerarse "trabajadores" usuarios de equipos 

con pantalla de visualización: todos aquellos que superen las 4 horas 

diarias o 20 horas semanales de trabajo efectivo con dichos equipos. 

b) Los que pueden considerarse excluidos de la consideración de 

"trabajadores" usuarios: todos aquellos cuyo trabajo efectivo con 

pantallas de visualización sea inferior a 2 horas diarias o 10 horas 

semanales. 

c) Los que, con ciertas condiciones, podrían ser considerados 

"trabajadores" usuarios: todos aquellos que realicen entre 2 y 4 horas 

diarias (o 10 a 20 horas semanales) de trabajo efectivo con estos 

equipos. 

Hay que tener en cuenta que es importante realizar pausas 

programadas (por ejemplo cada una o dos horas) para los ejercicios de 

estiramiento y relajación, o bien para realizar otras tareas del puesto. 

¡¡  FOMENTA 

TU AUTOCUIDADO!!  

▪ R.D. 488/1997, de 14 de abril, sobre trabajos con pantallas de 

visualización (BOE nº 97, de 23 de abril). 

▪ Guía Técnica sobre pantallas de visualización. Editado por el Instituto 

Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. 
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 SI TRABAJAS CON PANTALLAS DE PVD… 
 
 

 
 

 

 

CCSSII••FF  

  PPOORR  UUNN  EENNTTOORRNNOO  

LLAABBOORRAALL  

SSEEGGUURROO  YY  

SSAALLUUDDAABBLLEE  
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2288  DDEE  AABBRRIILL  22001177  DDIIAA  MMUUNNDDIIAALL  DDEE  LLAA  SSEEGGUURRIIDDAADD  YY  SSAALLUUDD  EENN  EELL  TTRRAABBAAJJOO    

 

CSI•F POR UNOS SISTEMAS DE NOTIFICACIÓN NACIONALES DE SINIESTRALIDAD LABORAL UNIFICADOS Y 

FIABLES  

La Central Sindical Independiente y de Funcionarios 

(CSI•F), sindicato más representativo de las 

administraciones públicas y con presencia creciente en el 

sector privado, conmemora este 28 de abril 2017 Día 

Mundial de la Seguridad y la Salud en el Trabajo con 

el tema elegido por la OIT “Optimizar la compilación y 

el uso de los datos sobre Seguridad y salud en el 

trabajo (SST)” con el objetivo de crear conciencia 

mundial sobre la magnitud y las consecuencias de los 

accidentes, las lesiones y las enfermedades relacionadas 

con el trabajo, colocando la salud y la seguridad de los 

trabajadores entre las prioridades de las agendas 

internacionales y apoyando la actuación a todos los 

niveles. 

En la medida en que los datos sobre accidentes y 

enfermedades relacionados con el trabajo son esenciales 

para la prevención, hay una urgente necesidad de 

mejorar los sistemas de registro y notificación, así como 

la recopilación y análisis de datos sobre SST a nivel 

nacional. Esto proporcionaría a los países indicadores 

más fidedignos de la eficacia de los sistemas nacionales 

de SST y les ayudaría a priorizar cuáles problemas de 

SST deberían recibir los recursos, a veces escasos, 

necesarios para resolverlos. 

La armonización de los sistemas nacionales de registro y 

notificación permitiría la recopilación y el análisis de los 

datos con fines de prevención, ya que en la actualidad el 

panorama existente en España, es que tenemos 

diferentes sistemas de registro de siniestralidad 

laboral como son el Sistema Delt@ y el CEPROSS al 

que notifican los trabajadores con las contingencias 

cubiertas por la Seguridad Social, mientras que los 

empleados públicos que tienen cubiertas las 

contingencias cubiertas por MUFACE, MUGEJU e ISFAS 

comunican por otros sistemas de registro. 

¿Esto que supone? 

 No se unifican los datos recogidos en los distintos 

registros, por lo que no existen datos globales de la 

siniestralidad laboral que incluya a todos los 

españoles: por tanto, en las Estadísticas de 

siniestralidad laboral nacionales publicadas los 

empleados públicos son prácticamente invisibles. 

 Las mutualidades de los empleados públicos no 

publican un estudio estadístico de siniestralidad 

laboral; lo que supone una gran dificultad para 

conocer la situación y poder realizar una adecuada 

gestión de la prevención de riesgos laborales en la 

Administración Pública. 

 Las causas y situaciones peligrosas derivadas de la 

investigación de los accidentes laborales de los 

empleados públicos tampoco se tienen en cuenta a la 

hora de valorar los resultados y programar medidas 

preventivas en los planes y políticas de seguridad y 

salud nacionales. 

A esto se suma la dificultad en el acceso a los datos 

de siniestralidad laboral, entre otros temas, limitando 

así el derecho a la información del resto de 

organizaciones sindicales, ya que solo siendo miembro 

de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el 

Trabajo se consigue la información en tiempo y forma 

adecuada. 

En el año 2016 se produjeron 555.722 accidentes de 

trabajo con baja, un 5,0% más que los ocurridos en 

2015 (que ya habían aumentado un 7,6% con respecto a 

2014). Nuevamente se confirma la continuidad del 

crecimiento de los accidentes laborales y 

enfermedades causadas por el trabajo a consecuencia 

del deterioro de las condiciones laborales, la ineficacia 

de los sistemas de prevención existentes y la poca 

implicación política al respecto. 

Además, CSI•F, ante el desconocimiento detectado entre 

los trabajadores sobre los accidentes laborales y los 

trámites relacionados con los mismos, aprovecha este 

Día Mundial para lanzar una nueva publicación para 

informarles y concienciando con el lema “Cuida Tu 

Salud, Notifica tu Accidente Laboral”. 

Para acceder al documento:  

https://www.csif.es/contenido/nacional/general/230708 

https://www.csif.es/contenido/nacional/general/230708
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CSI•F vela y defiende la seguridad y salud de los 

trabajadores como principio fundamental en el entorno 

laboral, por ello:  

 Insta a la Administración para establecer un único 

Sistema Nacional de Registro y Notificación que 

trate de manera conjunta la siniestralidad laboral en 

España que sustituya a los actuales. 

 Solicita sistemas de información de fácil acceso 

para todos, fiables y transparentes que permitan 

una planificación e implementación de medida de 

mejora de la SST derivadas de su análisis. 

 Establecer una buena comunicación y coordinación 

entre las autoridades, entidades públicas y privadas 

que proporcionen una incorporación de datos 

coherente, fiable y ágil. 

 Solicita formación específica a los Médicos de Familia 

de atención primaria (INSS), que se ocupan en parte 

del diagnóstico y seguimiento de las bajas laborales y 

de la posible detección síntomas de futuras 

enfermedades profesionales o enfermedades 

derivadas del trabajo. 

 Actualización del cuadro de enfermedades 

profesionales y su revisión periódica. 

 Para la reducción de la siniestralidad laboral 

reclama políticas preventivas eficaces, dotación de 

presupuestos para su cumplimiento, mayores 

sanciones por incumplimiento, y aumento de la 

actividad de la Inspección de Trabajo 
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